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ACTA Nº 14-12
Sesión celebrada el 23 de abril de 2012
Acta de la sesión ordinaria número catorce de la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, celebrada en sus oficinas centrales, ubicadas en la Ciudad de San José, Costa Rica, a las dieciocho horas con quince minutos del veintitrés de abril del dos mil doce.  
Miembros presentes: Dr. Gary Amador Badilla, Presidente; Dra. Ligia Roxana Sánchez Boza, Vicepresidenta; Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria; Lic. Álvaro Sánchez González, Prosecretario; M.Sc. Jorge Eduardo Villegas Rojas, Tesorero; Lic. Francisco Rodríguez Araya, Vocal I; M.Sc. Juan Carlos Brenes Vargas, Vocal III; M.Sc. Eduardo Calderón Odio, Vocal V; M.Sc. María Cristina Gómez Fonseca, Vocal IV; Licda. Rocío Leiva Trejos, Fiscal. 
Miembros ausentes con justificación: Licda. Nazira Merayo Arias, Vocal II.
Funcionarios Asistentes: Lic. José Luis Meneses Rímola, Director Ejecutivo, Sra. Annia Picado Mesén. Secretaria de Actas.
ARTICULO 1) COMPROBACIÓN DE QUÓRUM E INICIO DE SESIÓN. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, comprobado el quórum de ley da inicio a la sesión ordinaria Nº 14-12, del 23 de abril de 2012.
ARTICULO 2) LECTURA Y APROBACIÓN DE LA AGENDA DE PRESIDENCIA. 
El Dr. Gary Amador Badilla, Presidente, somete a consideración de los señores Directores y Directoras la agenda de Presidencia, 1.-Comprobación de quórum e inicio de sesión,             2.-Aprobación de Agenda Presidencia, 3.- Lectura y Aprobación del acta 13-2012, del 16 de abril de 2012; 4.- Correspondencia,  5.-Informe de Presidencia, 6.- Informe de la Comisión de Aranceles, 7.-Informe de Directores y Directoras, 8.-Informe de la Dirección Ejecutiva,          9.-Asuntos Breves de Fiscalía. 
SE ACUERDA 2012-14-001 Aprobar la agenda de Presidencia, presentada por el          Dr. Gary Amador Badilla.  Siete votos. 
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACION DEL ACTA No. 13-12, DEL 16 DE ABRIL DEL 2012.
Revisada el acta 13-12 del 16 de abril del 2012 por los señores Directores y Directoras y realizadas las observaciones pertinentes, proceden a aprobarla. 
SE ACUERDA 2012-14-002 Aprobar el acta 13-12 celebrada el 16 de abril del 2012, con las observaciones realizadas por los señores Directores y Directoras. Siete votos. 
LOS DOCUMENTOS FORMAN PARTE DE LOS ATESTADOS DEL ACTA. 
ARTICULO 4)  CORRESPONDENCIA.
1. Oficio CA-AUI-005-12, suscrito por el Lic. Guillermo Silesky Mata, Auditor Interno, mediante el cual en cumplimiento al acuerdo 2012-09-022, presenta un resumen de labores de la Auditoría Interna. 

SE ACUERDA 2012-14-003 Se tiene por recibido el informe de avance de labores       presentado por el Auditor Interno mediante nota CA-AUI-005-12 y se le dará el debido seguimiento. Siete votos. Responsable: Auditoría Interna.  
2.  a) Recurso de revocatoria en contra del acuerdo de Junta Directiva número 2012-11-016, interpuesto por el Lic. Gerardo Jiménez Solís. Solicita en el recurso: 1. Se revoque el acuerdo recurrido y se acoja mi renuncia con responsabilidad patronal procediendo al pago de las prestaciones laborales correspondientes. 2. Se proceda a emitir pronunciamiento respecto a la solicitud de pago de dedicación exclusiva y se cancele el rubro correspondiente a este respecto, todo lo cual se indicó en la nota de renuncia. 3. Reitero, en razón de mi buena fe hacia el colegio, mi voluntad de negociar en aras de la buenas relaciones, de no incurrir en procesos engorrosos e innecesarios y del ahorro de recursos económicos del Colegio de Abogados y por consiguiente de todos los abogados.

b) Presenta el Lic. Gerardo Jiménez Solís, segundo documento de adición el recurso interpuesto el día 10 de abril en contra del acuerdo de Junta Directiva número 2012-11-016. Reitera las peticiones realizadas en el recurso que adiciona por este medio.  

c). Informe AL-123-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal: El Lic. Gerardo Jiménez Solís, en fecha 10 de abril de los corrientes, interpuso recurso de revocatoria en contra del acuerdo de esta Junta N° 2012-11-016. Mediante este acuerdo el órgano colegiado que ustedes representan decidió acoger el criterio de esta Asesoría, y consecuentemente procedió a rechazar la renuncia con responsabilidad laboral presentada por el señor Jiménez Solís y, en su lugar, se le despidió sin responsabilidad patronal por haberse ausentado injustificadamente a laborar a partir del día 19 de marzo de los corrientes, de conformidad con el inciso g) del artículo 81 del Código de Trabajo y por violentar con ello los artículos 19, 71 incisos a) y b), 72 inciso a) y 73 del mismo Código y el acuerdo de esta Junta Directiva No. 2011-01-054. SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO. Como punto de partida se hace necesario hacer referencia a la actividad de la Administración Pública, de la cual forman parte los Colegios Profesionales, según se desprende del artículo 1 de la LGAP y lo sostiene la mayoría de la doctrina patria. Los estudiosos del Derecho Administrativo han sido claros en sostener que la capacidad de la Administración Pública, o Administraciones Públicas (por estar constituidas por el Estado y los demás entes públicos) es doble, pública y privada. Eso significa, en palabras de Eduardo Ortiz, que los entes que la conforman “pueden adquirir derechos y contraer obligaciones especiales de acuerdo con el derecho público, o bien iguales o muy similares a los derechos y obligaciones regulados por los códigos privados (Civil, Comercial y Laboral)”. Se ha dicho que toda persona pública, por el hecho de serlo, tiene capacidad para realizar los actos y negocios al alcance de los particulares, con las limitaciones y prohibiciones que establece la ley y los principios generales del Derecho. La razón de ser de esto radica en que la capacidad de Derecho Privado “corresponde al mínimo necesario de posibilidades de acción para la gestión de los intereses del sujeto de Derecho, mínimo sin el cual éste carece de los instrumentos jurídicos para relacionarse con otros sujetos.”

Jean Rivero apunta que la elección del procedimiento de derecho común tiene justificación en que si la Administración, para atender un fin público emigra del campo administrativo, es porque en la circunstancia ocurrente el interés público no sólo está servido, sino que, incluso, está mejor servido por el Derecho Privado. Entonces, “De conformidad con lo dicho puede definirse la actividad privada de la Administración como la desarrollada por ésta bajo el imperio del Derecho Privado (Civil, Mercantil o Laboral) sea mediante contratos u otros modos de creación, modificación o extinción de derechos y obligaciones, sea en ejercicio y cumplimiento de éstos últimos, para la consecución de los fines que le estén encomendados.” En el dictamen sobre la naturaleza jurídica de los colegios profesionales, rendido el 9 de febrero de 1990, por Eduardo Ortiz Ortiz, a solicitud de esta corporación, el jurista indicó:  “En síntesis: sea que el fin del colegio profesional sea uno solo o varios distintos, todos son públicos si están consagrados por la ley…Ahora bien: fines públicos pueden ser logrados mediante contratos y medios jurídicos de Derecho Privado…Se trata de examinar la materia que hay que regular, el problema concreto que hay que resolver en relación con el colegio profesional y,  con base en los elementos de ese problema, de ese caso o tipo de caso, identificar el Derecho aplicable, que puede ser, en unas hipótesis, el D. Público, y, en otras, el D. Privado. Doy ejemplos: las relaciones de empleo del colegio profesional pueden ser laborales, porque no presentan elementos que exijan un régimen distinto del laboral común entre patrono y trabajador.” Igual criterio ha mantenido la Sala Segunda, que entre otros pronunciamientos, ha dicho: Las relaciones de empleo entre los trabajadores y el colegio profesional que se trate, son típicamente de derecho privado…” En igual sentido lo ha sostenido la Procuraduría General de la República en sus Dictámenes N°C-354-2001, específicamente por consulta de este Colegio en el Dictamen N°C-236-2007, criterio que ha sido reiterado en el N° C-213-2008, entre otros. De conformidad con lo anterior, no cabe ninguna duda que, en materia de empleo, esta corporación se rige por el Derecho Laboral privado, y en ese tanto, es necesario indicar que el Código de Trabajo no regula ningún tipo de recurso contra la decisión de despido tomada por el patrono. La única posibilidad de impugnación del acto jurídico de despido con la que cuenta el trabajador es a través de una demanda laboral en la sede jurisdiccional. Tómese en consideración que, en todo caso, el recurso de revocatoria contra el acuerdo de la Junta sería procedente, únicamente, si don Gerardo estuviera atacando la nulidad de ese acto, como acto administrativo, tal y como lo ha sostenido la jurisprudencia, lo cual no ha sucedido. Su articulación y la correspondiente ampliación que realizó, son claras en cuanto a que sus pretensiones son enteramente de naturaleza laboral.  En conclusión, el recurso de revocatoria presentado por el Lic. Gerardo Jiménez Solís contra el acuerdo de esta Junta N° 2012-11-016, mediante el se le rechazó la renuncia con responsabilidad laboral y, en su lugar, se le despidió sin responsabilidad patronal, debe ser rechazado ad portas, por carecer ese acto jurídico de recurso alguno, de conformidad con lo establecido por el Código de Trabajo y la jurisprudencia.

SE ACUERDA 2012-14-004 Con respecto al  Recurso de revocatoria en contra del acuerdo de Junta Directiva número 2012-11-016 y al recurso de adición interpuestos por el Lic. Gerardo Jiménez Solís, se acuerda rechazarlo, por carecer ese acto jurídico de recurso alguno, de conformidad con lo establecido por el Código de Trabajo y la jurisprudencia.   Para fundar dicho rechazo se acogen y hacen propios los razonamientos establecidos en el informe AL-123-2012, del Departamento Legal de este Colegio, en el sentido que el Lic. Gerardo Jiménez Solís, en fecha 10 de abril de los corrientes, interpuso recurso de revocatoria en contra del acuerdo de esta Junta N° 2012-11-016. Mediante este acuerdo la Junta decidió acoger el criterio del Departamento Legal, y consecuentemente procedió a rechazar la renuncia con responsabilidad laboral presentada por el señor Jiménez Solís y, en su lugar, se le despidió sin responsabilidad patronal por haberse ausentado injustificadamente a laborar a partir del día 19 de marzo de los corrientes, de conformidad con el inciso g) del artículo 81 del Código de Trabajo y por violentar con ello los artículos 19, 71 incisos a) y b), 72 inciso a) y 73 del mismo Código y el acuerdo de esta Junta Directiva No. 2011-01-054. SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO. Como punto de partida se hace necesario hacer referencia a la actividad de la Administración Pública, de la cual forman parte los Colegios Profesionales, según se desprende del artículo 1 de la LGAP y lo sostiene la mayoría de la doctrina patria. Los estudiosos del Derecho Administrativo han sido claros en sostener que la capacidad de la Administración Pública, o Administraciones Públicas (por estar constituidas por el Estado y los demás entes públicos) es doble, pública y privada. Eso significa, en palabras de Eduardo Ortiz, que los entes que la conforman “pueden adquirir derechos y contraer obligaciones especiales de acuerdo con el derecho público, o bien iguales o muy similares a los derechos y obligaciones regulados por los códigos privados (Civil, Comercial y Laboral)”. Se ha dicho que toda persona pública, por el hecho de serlo, tiene capacidad para realizar los actos y negocios al alcance de los particulares, con las limitaciones y prohibiciones que establece la ley y los principios generales del Derecho. La razón de ser de esto radica en que la capacidad de Derecho Privado “corresponde al mínimo necesario de posibilidades de acción para la gestión de los intereses del sujeto de Derecho, mínimo sin el cual éste carece de los instrumentos jurídicos para relacionarse con otros sujetos.”Jean Rivero apunta que la elección del procedimiento de derecho común tiene justificación en que si la Administración, para atender un fin público emigra del campo administrativo, es porque en la circunstancia ocurrente el interés público no sólo está servido, sino que, incluso, está mejor servido por el Derecho Privado. Entonces, “De conformidad con lo dicho puede definirse la actividad privada de la Administración como la desarrollada por ésta bajo el imperio del Derecho Privado (Civil, Mercantil o Laboral) sea mediante contratos u otros modos de creación, modificación o extinción de derechos y obligaciones, sea en ejercicio y cumplimiento de éstos últimos, para la consecución de los fines que le estén encomendados.” En el dictamen sobre la naturaleza jurídica de los colegios profesionales, rendido el 9 de febrero de 1990, por Eduardo Ortiz Ortiz, a solicitud de esta corporación, el jurista indicó:  “En síntesis: sea que el fin del colegio profesional sea uno solo o varios distintos, todos son públicos si están consagrados por la ley…Ahora bien: fines públicos pueden ser logrados mediante contratos y medios jurídicos de Derecho Privado…Se trata de examinar la materia que hay que regular, el problema concreto que hay que resolver en relación con el colegio profesional y,  con base en los elementos de ese problema, de ese caso o tipo de caso, identificar el Derecho aplicable, que puede ser, en unas hipótesis, el D. Público, y, en otras, el D. Privado. Doy ejemplos: las relaciones de empleo del colegio profesional pueden ser laborales, porque no presentan elementos que exijan un régimen distinto del laboral común entre patrono y trabajador.” Igual criterio ha mantenido la Sala Segunda, que entre otros pronunciamientos, ha dicho: Las relaciones de empleo entre los trabajadores y el colegio profesional que se trate, son típicamente de derecho privado…” En igual sentido lo ha sostenido la Procuraduría General de la República en sus Dictámenes N°C-354-2001, específicamente por consulta de este Colegio en el Dictamen N°C-236-2007, criterio que ha sido reiterado en el N° C-213-2008, entre otros. De conformidad con lo anterior, no cabe ninguna duda que, en materia de empleo, esta corporación se rige por el Derecho Laboral privado, y en ese tanto, es necesario indicar que el Código de Trabajo no regula ningún tipo de recurso contra la decisión de despido tomada por el patrono. La única posibilidad de impugnación del acto jurídico de despido con la que cuenta el trabajador es a través de una demanda laboral en la sede jurisdiccional. Tómese en consideración que, en todo caso, el recurso de revocatoria contra el acuerdo de la Junta sería procedente, únicamente, si don Gerardo estuviera atacando la nulidad de ese acto, como acto administrativo, tal y como lo ha sostenido la jurisprudencia, lo cual no ha sucedido. Su articulación y la correspondiente ampliación que realizó, son claras en cuanto a que sus pretensiones son enteramente de naturaleza laboral.  En conclusión, el recurso de revocatoria presentado por el Lic. Gerardo Jiménez Solís contra el acuerdo de esta Junta N° 2012-11-016, mediante el cual se le rechazó la renuncia con responsabilidad laboral y, en su lugar, se le despidió sin responsabilidad patronal, se rechaza ad portas, por carecer ese acto jurídico de recurso alguno, de conformidad con lo establecido por el Código de Trabajo y la jurisprudencia. Siete votos. Responsable: Secretaría-Comunicar. Departamento de Recursos Humanos. 
3. a) Oficio CA-015-2012, suscrito por el MSc. Rolando Soto Castro, Coordinador Comisión Académica, mediante la cual informa que se conoció  nota enviada por la Junta Directiva sobre informe número AL-59-2012, que trata el tema de incorporación de extranjeros al Colegio de Abogados, para que la Comisión emita criterio. Al respecto; se tomó el acuerdo “004-05-2012. Aclarar que este informe nunca fue remitido por la Comisión a la Junta Directiva y que en este tema, la Comisión se adhiere al criterio expuesto por el Departamento Legal en su informe AL-59-2012”.

b) Informe AL-59-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, mediante el cual indica que el señor Dev Parikh, estadounidense, esposa costarricense consulta, espero recibir  pronto la residencia, consulta si puede incorporarse al Colegio de Abogados con una residencia temporal. Con relación al tema de incorporaciones de extranjeros, la Sala Constitucional (cuyas resoluciones son de acatamiento erga omnes) se ha pronunciado en varias ocasiones. De lo señalado por la Sala Constitucional, se debe concluir que la incorporación al Colegio de un no nacional que posea una residencia temporal es viable. No obstante, deben hacerse las siguientes precisiones: Es de advertir que de conformidad con lo establecido por la Sala Constitucional, este Colegio no puede exigir requisitos que la ley no exige o faculta a exigir (La de Migración o la Orgánica de esta corporación), mucho menos si han sido establecidos vía reglamento o aun por norma de menor rango, pues se estaría limitando el régimen de libertas que protege la Constitución Política (principio de reserva de ley). De allí que no es procedente exigir al extranjero que en la residencia temporal se deba “especificar que el residente está autorizado para…ejercer profesión liberal en la República de Costa Rica”, pues eso no lo exige la ley. No se puede perder de vista que el ejercicio de una profesión liberal se encuentra blindado, precisamente, por la protección del principio de reserva legal, lo que significa que su limitación se puede hacer solamente por vía de ley. Conclusión: Es válido incorporar a un extranjero que además de cumplir con los restantes requisitos, presente una residencia temporal para tal trámite.
Al ser las dieciocho horas con veintiséis minutos ingresa el MSc. Juan Carlos Brenes Vargas.
SE ACUERDA 2012-14-005 Con relación a la consulta planteada por el señor Dev Parikh, en el sentido de si puede incorporarse al Colegio de Abogados con una residencia temporal, se acuerda  incorporarlo, de conformidad con las razones dadas en el informe AL-59-2012 del Departamento Legal. Para fundar dicho rechazo se acogen y hacen propios los razonamientos establecidos en el informe AL-59-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal. De tal forma, la consulta del señor Dev Parikh, estadounidense, con esposa costarricense consultó, si podía incorporarse al Colegio de Abogados con una residencia temporal. Con relación al tema de incorporaciones de extranjeros, la Sala Constitucional (cuyas resoluciones son de acatamiento erga omnes) se ha pronunciado en varias ocasiones. De lo señalado por la Sala Constitucional, se debe concluir que la incorporación al Colegio de un no nacional que posea una residencia temporal es viable. No obstante, deben hacerse las siguientes precisiones: Es de advertir que de conformidad con lo establecido por la Sala Constitucional, este Colegio no puede exigir requisitos que la ley no exige o faculta a exigir (La de Migración o la Orgánica de esta corporación), mucho menos si han sido establecidos vía reglamento o aun por norma de menor rango, pues se estaría limitando el régimen de libertas que protege la Constitución Política (principio de reserva de ley). De allí que no es procedente exigir al extranjero que en la residencia temporal se deba “especificar que el residente está autorizado para…ejercer profesión liberal en la República de Costa Rica”, pues eso no lo exige la ley. No se puede perder de vista que el ejercicio de una profesión liberal se encuentra blindado, precisamente, por la protección del principio de reserva legal, lo que significa que su limitación se puede hacer solamente por vía de ley. Conclusión: Es válido incorporar a un extranjero que además de cumplir con los restantes requisitos, presente una residencia temporal para tal trámite.  Por lo expuesto. Se solicita a la Dirección Académica y de Incorporaciones, proceder con la debida incorporación del señor Dev Parikh, una vez que haya cumplido con los restantes requisitos de afiliación al Colegio. Ocho votos. Responsable: Dirección Académica y de Incorporaciones.

4. a) Oficio suscrito por la señora Andrea Hulbert, Coordinadora Sub Comisión encargada de las Relaciones con el Poder Judicial, Comisión de Bufetes, en el cual presenta observaciones al Proyecto de Código Procesal Civil, expediente 15.979, texto sustitutivo del 17 de enero de 2012.

b) Propuesta de la Comisión de Notariado para el Proyecto de Código Procesal Civil, expediente 15.979, texto sustitutivo del 17 de enero de 2012.

SE ACUERDA 2012-14-006  Se conforma una Sub Comisión a cargo de la Directora Roxana Sánchez Boza y los Directores Juan Carlos Brenes Vargas y Francisco Rodríguez Araya, para que procedan con el análisis del oficio suscrito por la señora Andrea Hulbert, Coordinadora Sub Comisión encargada de las Relaciones con el Poder Judicial, Comisión de Bufetes y la propuesta de la Comisión de Notariado para el Proyecto de Código Procesal Civil, expediente 15.979, texto sustitutivo del 17 de enero de 2012. Lo anterior con la finalidad de que emitan un informe para la próxima sesión,  con la recomendación correspondiente a esta Junta Directiva. Ocho votos. ACUERDO FIRME. Responsables: Subcomisión nombrada. Plazo: 8 días. 
5. Oficio CA-017-2012, suscrito por el MSc. Rolando Soto Castro, Coordinador Comisión Académica, en el cual indica que se conoció nota enviada por la señora Silvia Elena Salas Soto funcionaria del CONESUP, dirigida al señor Presidente del Colegio, en la cual solicita que el Director Académico, participe en un análisis y estudio sobre las carreras de Derecho en el país.  SE ACUERDA 001-06-2012. La Comisión Académica estima conveniente que don Enrique Sibaja, Director Académico y de Incorporaciones participe en el estudio que hará CONESUP sobre las carreras de Derecho, en su condición de asesor, dentro de su disponibilidad de tiempo.
SE ACUERDA 2012-14-007 Aprobar la recomendación de la Comisión Académica planteada mediante acuerdo 001-06-2012, en el sentido que el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, participe en el estudio que llevará a cabo el CONESUP, sobre las carreras de Derecho, en su condición de asesor, dentro de su disponibilidad de tiempo. Se solicita al señor Director Académico, brindar informes sobre los avances del proyecto. Ocho votos. Responsable: Director Académico. 

6. Informe AL-124-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, por medio del cual somete a consideración el nuevo texto del Reglamento del Curso de Ética, ahora denominado”Reglamento de Curso de Deontología Jurídica.

Al ser las dieciocho horas con treinta y nueve minutos ingresan la Licda. Rosibel Jara Velásquez y el MSc. Eduardo Calderón Odio.

SE ACUERDA 2012-14-008  Trasladar a los señores Directores y Directoras el Informe AL-124-2012, del  Departamento Legal, relacionado con la propuesta de texto del Reglamento del Curso de Ética, ahora denominado “Reglamento de Curso de Deontología Jurídica. Lo anterior con la finalidad de que sea debidamente estudiado y analizado para ser sometido a votación en la próxima sesión. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsables: Junta Directiva. 
7. Informe AL-131-2012, suscrito por el Lic. Arnoldo Segura Santisteban, Departamento Legal, mediante el cual indica que dentro del Proceso de Conocimiento, tramitado bajo el expediente número 10-002692-1027-CA, interpuesto por la señora Guiselle Chacón Araya, se celebró juicio oral y público el día de hoy, no obstante el mismo fue suspendido y se concedió el plazo de cinco días hábiles a la Junta Directiva de esta Corporación para que informe al Tribunal su anuencia o no de llegar al acuerdo conciliatorio solicitado por la señora Guiselle Chacón Araya, brindando traslado de los documentos aportados por la actora.  En razón de lo anterior resulta necesario que la Junta Directiva conozca el presente asunto el día lunes 23 de abril del año 2012 y mediante acuerdo firme resuelva la anuencia o no de llegar a un acuerdo conciliatorio, dicho acuerdo debe ser comunicado al Tribunal a más tardar el 26 de abril del 2012. 
 
La Licda. Rocío Leiva Trejos, procede a realizar una explicación del caso. El Colegio lo que puede ofrecer para conciliar es la ejecución condicional de la sanción. Mediante carta dirigida a la Fiscalía del Colegio, la Licda. Chacón ofrece como arreglo conciliatorio brindar sus servicios profesionales en un tanto de tres años, en las áreas que requiera el Colegio; y, además en las labores que el Colegio designe. Refiere que en la audiencia preliminar del proceso contencioso no se le dio ésta oportunidad. En su momento, el Colegio había indicado que no conciliaría en éste asunto pues lo que podía ofrecer era la ejecución condicional y ésta no era posible en el caso de la Licda. Chacón al tratarse la sanción de tres años de suspensión, lo que estaba por encima del plazo procedente para el beneficio.La ejecución condicional, tampoco era procedente en ese momento, ni lo es actualmente, aun tomando en cuenta el texto propuesto mediante el que se va a regular la ejecución condicional de la sanción (art. 87 bis del CDJME), pues en ambos textos regulatorios del 87 bis se exige la condición de infractor (a) primario (a) y la Licda. Chacón Araya cuenta con un antecedente disciplinario. Este antecedente fue sanción de suspensión por tres meses y que se ejecutó mediante publicación en el Diario Oficial La Gaceta número 118 del 20 de junio del 2007, rigiendo en consecuencia la sanción del 20 de julio del 2007 al 19 de octubre del 2007. En consecuencia, éste antecedente caducaría –con la política actual- el 20 de octubre del 2012. Otra circunstancia que hace improcedente el beneficio lo es el hecho de que el texto propuesto para regular el 87 bis establece que el beneficio resulta procedente para casos de suspensión en faltas leves, y en las graves con sanciones no mayores a tres años. La sanción que dio origen al proceso contencioso 10-002692-1027-CA de la Licda. Chacón contra el Colegio, es de tres años pero derivada de una falta considerada en el CDJME como muy grave, y que fue el ejercer estando suspendida. Como conclusión de lo expuesto, se estima que no es posible conciliar con la Licda. Chacón, debiendo contestar al Tribunal Contencioso Administrativo que de parte del Colegio no es posible el acuerdo conciliatorio solicitado por la señora Chacón Araya.

SE ACUERDA 2012-14-009  Con respecto al informe AL-131-2012 del Departamento Legal, donde consulta si se acepta llegar a un acuerdo conciliatorio en el Proceso tramitado bajo el expediente número 10-002692-1027-CA, interpuesto por la señora Guiselle Chacón Araya, esta Junta Directiva, debido a consideraciones del caso y  según lo expuesto por la señora Fiscal del Colegio, no se autoriza a conciliar en el presente caso. Diez votos. ACUERDO FIRME.
8. Oficio AP-C-026-2012, suscrito por la Dra. Dennia Fernández Morales, Asesora de Presidencia, mediante la cual indica que la Junta Administradora recomienda la aprobación de  las alianzas comerciales con Galerías M.S. Traducciones Oficiales y Comerciales y Vacation Rentals of Tamarindo. 
SE ACUERDA 2012-14-010 Autorizar al señor Presidente a firmar los convenios para las alianzas comerciales con Galerías M.S. Traducciones Oficiales y Comerciales y Vacation Rentals of Tamarindo. Lo anterior en beneficio de los agremiados y agremiadas del Colegio. Diez votos. Responsable: Presidencia. Asesora de Presidencia. 

9. Nota DAI-131-2012 enviada por el M.Ed. Enrique Sibaja Núñez, Director Académico y de Incorporaciones, donde presenta solicitud de incorporación extraordinaria de la Licda. Gabriela Coronado Rojas, graduada en la Universidad de Costa Rica. Cumple con los requisitos para la incorporación.
SE ACUERDA 2012-14-011 Aprobar la incorporación extraordinaria de la Licda. Gabriela Coronado Rojas, graduada en la Universidad de Costa Rica. El señor Presidente indicará la fecha y hora de incorporación. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Presidencia. Interesada, Departamento de Incorporaciones. 

ARTICULO 5)  INFORME DE PRESIDENCIA.

5.1 El Dr. Gary Amador Badilla, informa que  se llevó a cabo la sesión del Jurado para otorgar el Premio al Abogado Distinguido 2012, y tomaron el siguiente acuerdo: “Por unanimidad de votos nombrar al Doctor Jorge Córdoba Ortega, como "Abogado Distinguido". Este jurado luego de analizado el curriculum de tan distinguidos abogados y abogadas, por unanimidad y en procura de lograr alcanzar los más puros principios que rigen las normas de este concurso, tomando en cuenta la vida laboral y obra de cada postulante hemos designado como Abogado Distinguido 2012 al Dr. Jorge Córdoba Ortega, quien se ha destacado como abogado con una amplia trayectoria en Derecho Público y Administrativo. Siendo autor de varias obras jurídicas y quien se ha proyectado tanto a nivel nacional como internacional, en el ejercicio de la profesión, se ha distinguido en áreas innovadoras del derecho y de la formación de abogados, con el fin de crear destrezas y habilidades para formar mejores abogados y abogadas”.
SE ACUERDA 2012-14-012 Avalar la recomendación del Jurado para otorgar el Premio al Abogado Distinguido 2012: “Por unanimidad de votos nombrar al Doctor Jorge Córdoba Ortega, como "Abogado Distinguido". Este jurado luego de analizado el curriculum de tan distinguidos abogados y abogadas, por unanimidad y en procura de lograr alcanzar los más puros principios que rigen las normas de este concurso, tomando en cuenta la vida laboral y obra de cada postulante hemos designado como Abogado Distinguido 2012 al Dr. Jorge Córdoba Ortega, quien se ha destacado como abogado con una amplia trayectoria en Derecho Público y Administrativo. Siendo autor de varias obras jurídicas y quien se ha proyectado tanto a nivel nacional como internacional, en el ejercicio de la profesión, se ha distinguido en áreas innovadoras del derecho y de la formación de abogados, con el fin de crear destrezas y habilidades para formar mejores abogados y abogadas”. Llevar a cabo el homenaje y la entrega del reconocimiento, el 21 de mayo 2012 en la celebración de la Festividad de San Ivo. Diez votos. ACUERDO FIRME. 
5.2 El Dr. Gary Amador Badilla, informa sobre el oficio PRV-035-2012, suscrito por  la MBA. Merari Herrera Campos, Proveedora General,  con relación  a la Licitación Abreviada No. 2012LN-000014-CAB denominada “Servicios de Seguridad y Vigilancia para la Sede Puntarenas del Colegio de Abogados de Costa Rica”.  
Al respecto el Departamento Legal, mediante informe AL-133-2012, indica que en revisión de la Licitación Abreviada N° 2012LN-000014-CAB "Servicios de seguridad y vigilancia para la Sede de Puntarenas del Colegio de Abogados de Costa Rica", informa que analizado el correspondiente expediente del procedimiento de contratación, se encontraron los siguientes vicios de nulidad e ilegalidad insubsanables: 1.- No hay declaratoria de infructuosidad del proceso anterior (art. 86 párrafo in fine RLCA), lo que es un requisito necesario para aplicar la contratación directa por degradación pues se necesita, a su vez, la autorización de la Contraloría General de la Republica (art. 30 LCA). 2.- No hay acuerdo de Junta Directiva ni de titular subordinado en donde se manifieste el acto inicial (art.8 RLCA) ni certificación de disponibilidad presupuestaria que explique de donde vienen los recursos y si los hay (art. 9 RLCA) 3.- El Cartel de licitación está como Contratación Directa con un monto de Licitación Abreviada, lo que resulta imposible pues no hubo declaratoria de infructuosidad ni autorización de la CGR en ese sentido. 4.- Se hizo publicación por Contratación Directa pero se recomienda a Junta Directiva como Licitación Abreviada. 5.- No hay presupuesto en el expediente para adjudicar. 6.- Plazo del cartel en cuanto a la adjudicación, difiere con el de  la ley. En consecuencia, la contratación es inviable y debe ser declarada desierta por la Junta Directiva.

SE ACUERDA 2012-14-013 a) Con base en el informe del Departamento Legal                  AL-133-2012, se declara desierta la Licitación Abreviada No. 2012LN-000014-CAB denominada “Servicios de Seguridad y Vigilancia para la Sede Puntarenas del Colegio de Abogados de Costa Rica”, en aras de la transparencia  administrativa que ha caracterizado a esta Junta Directiva; pues el procedimiento recomendado por la Proveeduría Institucional  no cumple con todas las formalidades  y requerimientos establecidos para este procedimiento de contratación y contiene vicios de ilegalidad insubsanables. Lo anterior, con el fin de evitar posibles nulidades e impugnaciones  y no comprometer fondos públicos y demás recursos del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica.  Asimismo, con el objetivo de que la sede de Puntarenas no quede desprotegida y satisfacer de forma oportuna y eficiente la protección de la misma, se acuerda  modificar unilateralmente el contrato con el actual contratista, ampliando por dos meses más la ejecución contractual vigente y en ejecución, en los términos del artículo 200 incisos a), b), c), e) y f) y 201 del Reglamento de Contratación Administrativa según corresponda. Todo lo anterior, con el fin de que la Proveeduría Institucional inicie una nueva contratación administrativa que corresponda a Derecho, para la seguridad y vigilancia  de esa sede. b) Se acuerda nombrar un Órgano de Procedimiento Administrativo Disciplinario a la funcionaria Merari Herrera Campos, Proveedora General, el cual se conforma por la Licda. Rosibel Jara Velásquez, Secretaria Junta Directiva, (por ley debe asumir la dirección del proceso), Lic. Arnoldo Segura Santiesteban y el Lic. Edgar Castrillo Brenes. Lo anterior con la finalidad de que lleven a cabo la investigación correspondiente con el propósito de determinar la verdad real de los hechos. Plazo: 2 meses para resolver. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsables a) Proveeduría. b) Órgano Procedimiento Disciplinario. 
5.3 El Dr. Gary Amador Badilla, indica que la Comisión Académica mediante nota numero CA-016-2012, tomó el acuerdo “007-05-2012. Solicitar a Junta Directiva que autorice a los miembros de la Comisión Académica, al Director Académico y los miembros de la Junta Directiva, que así lo deseen, utilizar el ícono “Intendencia” en el campus virtual. Este ícono permite conocer estadísticas y datos importantes de los cursos y profesores del Campus Virtual del Colegio”.

SE ACUERDA 2012-14-014 a) Aprobar la recomendación de la Comisión Académica para que se autorice a los miembros de dicha Comisión, al Director Académico, miembros de la Junta Directiva que así lo deseen a utilizar el ícono “Intendencia” en el campus virtual. b) Se autoriza que a la Dirección Ejecutiva, se le asigne un usuario con acceso limitado a la plataforma del Campus Virtual, para conocer el avance del proyecto y  la información de la plataforma virtual, y así tener claridad en el momento de aprobar recursos del Colegio, en dicho proyecto. Diez votos. Responsable: Directores, Director Académico y de Incorporaciones. Dirección Ejecutiva. Encargado de Tecnología. 
ARTICULO 6)  INFORME DE LA COMISIÓN COMPETENCIA LEAL Y ARANCELES.
6.1 Expediente No.28-2011: Consulta formulada a la Comisión de Aranceles.   Resultando: I.- Refiere el señor Arturo Guevara Guzmán, que contrató los servicios profesionales de la Licenciada Ligia Rodríguez Pacheco en el proceso número 10- 008968- 042-PE, cancelándole la suma de 750.000 colones, aportando los diferentes pagos que en total alcanzan la suma mencionada. II.- Que al conferírsele traslado a la Licenciada Rodríguez Pacheco, en lo que interesa manifestó que efectivamente fue contratada por el señor Guevara Guzmán con la finalidad de defender a su hijo en un proceso penal por Asalta agravado, proceso penal número 10- 008968-042-PE. De igual manera indica que los honorarios convenidos ascendieron a la suma de 700.000 mil colones, los cuales fueron cancelados por el cliente mediante depósitos bancarios, de los cuales voluntariamente al terminar sus labores profesionales, voluntariamente le devolvió la suma de 100.000 colones, los cuales le entregó como un acto de buena fe y lleno de benevolencia a dicho señor Guevara.  Considerando: I.- De conformidad con el artículo 10 del Arancel de honorarios por servicios profesionales de Abogacía y Notariado; corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel. II.- Según se estipula claramente en el artículo 41 y 42 del Arancel del arancel vigente para éste caso concreto, se establece un honorario mínimo de ciento cincuenta mil colones para procesos de conocimiento de Tribunal Unipersonal y de doscientos cincuenta mil colones para aquellos procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, respectivamente, claro partiendo del supuesto de que se hubiere celebrado el juicio oral y público, cuyos montos, se reducirán en un cincuenta por ciento, para el supuesto de que el juicio concluyere anticipadamente.  Por otra parte, tal y como se dijo lo anterior aplica para el cobro de honorarios mínimos, pues el artículo 46 estipula claramente que para cobrar sumas superiores a los estipulados en el arancel, es indispensable suscribir un contrato en el que se fije claramente el monto y la forma de pago de los mismos.  III.- En el caso que nos ocupa, se tiene claro de la misma gestión del señor Guevara Guzmán que entre cliente y abogado se fijaron claramente los honorarios a cobrar por el servicio profesional y aunque existe una pequeña diferencia de 50.000 colones, pues mientras el consultante establece que le cobraron y pago 750.000 colones, lo cual consta en las diferentes copias de depósito, la profesional menciona que el acuerdo ascendió a la suma de 700.000 colones y que luego como un acto de mera liberalidad, procedió a devolver la suma de 100.000 colones, mostrándose muy complacido el señor Guevara con esa actuación.  IV.- En atención al tipo de procesos que atendía profesionalmente la Licda Rodríguez, según se puede desprender de las copias del expediente número 10- 008968-042-PE, el monto de sus honorarios sería el indicado en el arancel para los procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, en vista de que no ha aportado ningún contrato que faculte al Profesional a cobrar una suma mayor conforme a las exigencias del artículo 46 del Arancel.  V.- No obstante lo anterior, considera ésta Comisión de Aranceles que para el caso que nos ocupa, tal y como lo ha venido resolviendo ésta comisión, debemos ceder a la simple formalidad del contrato escrito, pues existen documentos aportados por el mismo gestionante, que demuestra que entre las partes se dieron negociaciones muy concretas, en cuanto al costo del servicio profesional y de la labor a desempeñar, en virtud del cual el señor Guevara canceló la suma de 750.000 colones, lo que denota un acuerdo de voluntades, que aunque sí bien es cierto la Licda. Rodríguez afirma que su cobro ascendió a la suma de 700.000 por esa defensa penal, lo cierto del caso es que existen documentos bancarios que acreditan el monto referido por el mismo consultante, lo cual nos hace concluir que el monto efectivo de honorarios es el mencionado por el señor Guevara. Ahora bien, independientemente de esa pequeña diferencia y del hecho de que sea cierto o no que la Licda. Rodríguez hubiese devuelto por decisión propia la suma de 100. 000 colones al cliente, esa situación en nada varía la circunstancia de que desde el inicio entre abogado y cliente fijaron una suma de dinero por el servicio profesional que efectivamente se brindó, pues en ese sentido no existe queja alguna del consultante quién más bien refiere una suma mayor a la indicada por la referida profesional en derecho. Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se considera que los honorarios profesionales que corresponden a la Licenciada Rodríguez Pacheco, es la suma ya cancelada de setecientos cincuenta mil colones exactos.

SE ACUERDA 2012-14-015 Aprobar el informe de la Comisión Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta realizada por el señor Arturo Guevara Guzmán. Considerando: I.- De conformidad con el artículo 10 del Arancel de honorarios por servicios profesionales de Abogacía y Notariado; corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel. II.- Según se estipula claramente en el artículo 41 y 42 del Arancel del arancel vigente para éste caso concreto, se establece un honorario mínimo de ciento cincuenta mil colones para procesos de conocimiento de Tribunal Unipersonal y de doscientos cincuenta mil colones para aquellos procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, respectivamente, claro partiendo del supuesto de que se hubiere celebrado el juicio oral y público, cuyos montos, se reducirán en un cincuenta por ciento, para el supuesto de que el juicio concluyere anticipadamente.  Por otra parte, tal y como se dijo lo anterior aplica para el cobro de honorarios mínimos, pues el artículo 46 estipula claramente que para cobrar sumas superiores a los estipulados en el arancel, es indispensable suscribir un contrato en el que se fije claramente el monto y la forma de pago de los mismos.  III.- En el caso que nos ocupa, se tiene claro de la misma gestión del señor Guevara Guzmán que entre cliente y abogado se fijaron claramente los honorarios a cobrar por el servicio profesional y aunque existe una pequeña diferencia de 50.000 colones, pues mientras el consultante establece que le cobraron y pago 750.000 colones, lo cual consta en las diferentes copias de depósito, la profesional menciona que el acuerdo ascendió a la suma de 700.000 colones y que luego como un acto de mera liberalidad, procedió a devolver la suma de 100.000 colones, mostrándose muy complacido el señor Guevara con esa actuación.  IV.- En atención al tipo de procesos que atendía profesionalmente la Licda Rodríguez, según se puede desprender de las copias del expediente número 10- 008968-042-PE, el monto de sus honorarios sería el indicado en el arancel para los procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, en vista de que no ha aportado ningún contrato que faculte al Profesional a cobrar una suma mayor conforme a las exigencias del artículo 46 del Arancel.  V.- No obstante lo anterior, considera ésta Comisión de Aranceles que para el caso que nos ocupa, tal y como lo ha venido resolviendo ésta comisión, debemos ceder a la simple formalidad del contrato escrito, pues existen documentos aportados por el mismo gestionante, que demuestra que entre las partes se dieron negociaciones muy concretas, en cuanto al costo del servicio profesional y de la labor a desempeñar, en virtud del cual el señor Guevara canceló la suma de 750.000 colones, lo que denota un acuerdo de voluntades, que aunque sí bien es cierto la Licda. Rodríguez afirma que su cobro ascendió a la suma de 700.000 por esa defensa penal, lo cierto del caso es que existen documentos bancarios que acreditan el monto referido por el mismo consultante, lo cual nos hace concluir que el monto efectivo de honorarios es el mencionado por el señor Guevara. Ahora bien, independientemente de esa pequeña diferencia y del hecho de que sea cierto o no que la Licda. Rodríguez hubiese devuelto por decisión propia la suma de 100. 000 colones al cliente, esa situación en nada varía la circunstancia de que desde el inicio entre abogado y cliente fijaron una suma de dinero por el servicio profesional que efectivamente se brindó, pues en ese sentido no existe queja alguna del consultante quién más bien refiere una suma mayor a la indicada por la referida profesional en derecho. Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se considera que los honorarios profesionales que corresponden a la Licenciada Rodríguez Pacheco, es la suma ya cancelada de setecientos cincuenta mil colones exactos. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.2 Expediente No. 079-2010: Consulta formulada a la Comisión de Aranceles.   Resultando: I.- Indica la señora Gudrum Odum, contrató los servicios profesionales de los Licenciados Oscar Guevara Arias y Hernán Martínez Acevedo para que la representaran en el proceso penal que se estaba tramitando en la Fiscalía de Liberia, expediente número 06-200583-396-PE.  Refiere la señora Odum, que los abogados inicialmente solicitaron la suma de tres mil quinientos dólares por el costo total del proceso penal, monto que canceló y que incluso tuvo que visitarlos varias veces para que le confeccionaran el respectivo recibo. Agrega que ella estaba cansada, pues venía llegando de un viaje y que no tenía anteojos para leer el documento, hasta que después se da cuenta que el recibo indicaba que el monto a cobrar era de siete mil dólares y que tenía un abono por tres mil quinientos dólares.  II.- Debido a la falta de profesionalismo y forma en que se llevó el caso, decidieron prescindir de sus servicios profesionales de ambos abogados. III.- Que en cumplimiento de una prevención de la Fiscalía del Colegio de Abogados, la señora Odum, aclara y acepta que con respecto a los honorarios profesionales, el Licenciado Martínez le cobro la suma de siete mil dólares  para llevar el caso, de los cuales se cancelaron tres mil dólares mediante un cheque el día 7 de julio del 2006, extendiéndole el profesional el recibo número de fecha 12 de setiembre del año 2007 y que por error se consigna la suma de tres mil quinientos dólares. Agrega la denunciante, que se le cobró una alta suma de dinero, pues solamente el abogado la acompañó a recibir una querella el 7 de julio del 2006 a la Fiscalía de Liberia y a la Unidad Especializada del Ministerio Público de San José el 13 de junio del 2007 y a partir de ahí no hizo ninguna otra gestión. IV.- Que en la audiencia conferida los Licenciados Martínez Acevedo y Guevara, contestan amplia y detalladamente en lo que interesa lo siguiente: Aceptando que efectivamente fueron contratados para asumir la defensa penal y que antes de acompañar a la señora Gudrum ante la Fiscalía, se le hizo la propuesta de honorarios por el monto de siete mil dólares, la cual aceptó y que ese moento lo desglosaron en tres pagos: 50 % para cubrir la etapa preparatoria, 25 % para cubrir la etapa intermedia y 25 % para cubrir la etapa de Juicio ( en caso de resultar necesaria); montos que incluían los honorarios de ambos profesionales en derecho.  Agregan que en el año 2007, el Lic. Martínez recibió una llamada de la señora Odum, solicitándole que se separaran del caso penal, lo cual efectivamente realizaron, no obstante niegan que el proceso estuviese abandonado de alguna manera, pues siempre cumplieron a cabalidad con sus responsabilidades profesionales.  Considerando I.- De conformidad con el artículo 10 del Arancel de honorarios por servicios profesionales de Abogacía y Notariado; corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel. II.- Según se desprende del presente expediente y de los documentos aportados a los autos, se contrató a los Licenciados Guevara Arias y Martínez Acevedo para representar a la señora Gudrum Odum en una defensa penal.  III.- Según se estipula claramente en el artículo 41 y 42 del Arancel aplicable al caso concreto, se establece un honorario mínimo de ciento cincuenta mil colones para procesos de conocimiento de Tribunal Unipersonal y de doscientos cincuenta mil colones para aquellos procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, respectivamente, claro partiendo del supuesto de que se hubiere celebrado el juicio oral y público, cuyos montos, se reducirán en un cincuenta por ciento, para el supuesto de que el juicio concluyere anticipadamente, también si el abogado, interpretamos, se tenga que separar del asunto como en éste caso, por decisión unilateral del cliente.  Por otra parte, tal y como se dijo lo anterior aplica para el cobro de honorarios mínimos, pues el artículo 46 estipula claramente que para cobrar sumas superiores a los estipulados en el arancel, es indispensable suscribir un contrato en el que se fije claramente el monto y la forma de pago de los mismos.  IV.- A pesar de lo anterior, resulta evidente que entre cliente y abogados se fijaron claramente los honorarios a cobrar por el servicio profesional, SIN QUE EXISTA CONTROVERSIA EN ESE SENTIDO, excepto por que la señora Odum Gudrum dice haber realmente pagado tres mil dólares en lugar de los tres mil quinientos dólares que mencionan los abogados denunciados. Es importante resaltar que aunque inicialmente la señora Odum refirió que los abogados llevarían el caso por la suma total de tres mil quinientos dólares, en la ampliación de denuncia de fecha 4 de febrero del año 2008, aceptó que toda la contratación por la defensa penal efectivamente era por la suma de siete mil dólares, coincidiendo con lo mencionado por los abogados Guevara y Martínez, aspecto que se refleja en el recibo de honorarios emitido al efecto, independientemente de que exista una pequeña discrepancia de quinientos dólares, pero en beneficio de la señora Odum, quién dice haber pagado solamente tres mil dólares de los tres mil quinientos que refieren los abogados y el recibo respectivo.  V.- Es así, que en tesis de principio y en atención al tipo de procesos que estaban defendiendo los referidos profesionales en derecho, según se puede desprender de las copias del expediente número 06- 200583-396-PE, el monto de sus honorarios sería el indicado en el arancel para los procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, en vista de que no se suscribió en apariencia un contrato que faculte a los Profesional a cobrar una suma mayor conforme a las exigencias del artículo 46 del Arancel.  VI.- No obstante lo anterior, considera ésta Comisión de Aranceles que para éste caso concreto, tal y como lo ha hecho en casos anteriores, debemos ceder a la simple formalidad del contrato escrito, pues realmente entre las partes se dieron negociaciones muy concretas y no controvertidas, en cuanto al costo concreto del servicio profesional y de la labor profesional a desempeñar, en virtud del cual la señora Odum dice haber pagado la suma de tres mil dólares, mientras que los abogados dicen que les pagaron tres mil quinientos dólares, diferencia que en principio no afecta de ninguna manera la forma en que aquí se resuelve, pues lo realmente relevante es ese acuerdo verbal de voluntades, que luego se documentó en el recibo de honorarios profesionales del Lic. Martínez Acevedo que se adjuntó como prueba, consecuentemente deben respetarse y fijarse los honorarios de los abogados involucrados en la suma acordada y ya cancelada de tres mil quinientos dólares exactos.  Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se considera que los honorarios profesionales que corresponden a los Licenciados Oscar Guevara Arias y Hernán Martínez Acevedo es la suma ya cancelada de tres mil quinientos dólares. 
SE ACUERDA 2012-14-016 Aprobar el informe de la Comisión Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta realizada por la señora Gudrum Odum. Considerando I.- De conformidad con el artículo 10 del Arancel de honorarios por servicios profesionales de Abogacía y Notariado; corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel. II.- Según se desprende del presente expediente y de los documentos aportados a los autos, se contrató a los Licenciados Guevara Arias y Martínez Acevedo para representar a la señora Gudrum Odum en una defensa penal.  III.- Según se estipula claramente en el artículo 41 y 42 del Arancel aplicable al caso concreto, se establece un honorario mínimo de ciento cincuenta mil colones para procesos de conocimiento de Tribunal Unipersonal y de doscientos cincuenta mil colones para aquellos procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, respectivamente, claro partiendo del supuesto de que se hubiere celebrado el juicio oral y público, cuyos montos, se reducirán en un cincuenta por ciento, para el supuesto de que el juicio concluyere anticipadamente, también si el abogado, interpretamos, se tenga que separar del asunto como en éste caso, por decisión unilateral del cliente.  Por otra parte, tal y como se dijo lo anterior aplica para el cobro de honorarios mínimos, pues el artículo 46 estipula claramente que para cobrar sumas superiores a los estipulados en el arancel, es indispensable suscribir un contrato en el que se fije claramente el monto y la forma de pago de los mismos.  IV.- A pesar de lo anterior, resulta evidente que entre cliente y abogados se fijaron claramente los honorarios a cobrar por el servicio profesional, SIN QUE EXISTA CONTROVERSIA EN ESE SENTIDO, excepto por que la señora Odum Gudrum dice haber realmente pagado tres mil dólares en lugar de los tres mil quinientos dólares que mencionan los abogados denunciados. Es importante resaltar que aunque inicialmente la señora Odum refirió que los abogados llevarían el caso por la suma total de tres mil quinientos dólares, en la ampliación de denuncia de fecha 4 de febrero del año 2008, aceptó que toda la contratación por la defensa penal efectivamente era por la suma de siete mil dólares, coincidiendo con lo mencionado por los abogados Guevara y Martínez, aspecto que se refleja en el recibo de honorarios emitido al efecto, independientemente de que exista una pequeña discrepancia de quinientos dólares, pero en beneficio de la señora Odum, quién dice haber pagado solamente tres mil dólares de los tres mil quinientos que refieren los abogados y el recibo respectivo.  V.- Es así, que en tesis de principio y en atención al tipo de procesos que estaban defendiendo los referidos profesionales en derecho, según se puede desprender de las copias del expediente número 06- 200583-396-PE, el monto de sus honorarios sería el indicado en el arancel para los procesos de conocimiento de Tribunal Colegiado, en vista de que no se suscribió en apariencia un contrato que faculte a los Profesional a cobrar una suma mayor conforme a las exigencias del artículo 46 del Arancel.  VI.- No obstante lo anterior, considera ésta Comisión de Aranceles que para éste caso concreto, tal y como lo ha hecho en casos anteriores, debemos ceder a la simple formalidad del contrato escrito, pues realmente entre las partes se dieron negociaciones muy concretas y no controvertidas, en cuanto al costo concreto del servicio profesional y de la labor profesional a desempeñar, en virtud del cual la señora Odum dice haber pagado la suma de tres mil dólares, mientras que los abogados dicen que les pagaron tres mil quinientos dólares, diferencia que en principio no afecta de ninguna manera la forma en que aquí se resuelve, pues lo realmente relevante es ese acuerdo verbal de voluntades, que luego se documentó en el recibo de honorarios profesionales del Lic. Martínez Acevedo que se adjuntó como prueba, consecuentemente deben respetarse y fijarse los honorarios de los abogados involucrados en la suma acordada y ya cancelada de tres mil quinientos dólares exactos.  Por tanto: De conformidad con la normativa y hechos citados, se considera que los honorarios profesionales que corresponden a los Licenciados Oscar Guevara Arias y Hernán Martínez Acevedo es la suma ya cancelada de tres mil quinientos dólares. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.3 Expedientes: 001-2012 y 006-2012, Redacta: Dr. Juan Carlos Esquivel RESULTANDO: 1. Conoce esta Comisión de las consultas planteadas por la Municipalidad de Santa Cruz, por medio del Abogado coordinador Lic. Marcos de Jesús Gutiérrez Rodríguez en relación con la aplicación del artículo 54 del Arancel 36562-JP en las gestiones de cobro administrativo y sus abogados externos. 2. Menciona el consultante que en acuerdo alcanzado con los abogados externos, tomaron la decisión de hacer la consulta a la Comisión de Aranceles, para resolver la aplicación del citado artículo. 3. Por su parte en el expediente 001-2012, el Lic. Alexander Gutiérrez Mena, abogado externo de la Municipalidad de Santa Cruz, realiza la misma consulta antes citada. 4. Con la finalidad de evitar criterios dispares y de una aplicación justa y cumplida, ésta comisión acuerda que al tratarse de las mismas partes, hechos y causa, se deben reunir los dos expedientes en uno y proceder a su recomendación. 5. El consultante Gutiérrez Mena manifiesta que existió un acuerdo verbal hace más de un año y cuatro meses, cuando regía el anterior arancel, en el cual habían acordado la aplicación del artículo 54 en el cobro extrajudicial, interpretando que el inciso a) era la base del cobro y de llegar a un pago único ó arreglo de pago, se sumaban  lo indicado en los incisos b y c respectivos. 6. Por su parte la Municipalidad indica que si bien existió un acuerdo verbal, se dieron cuenta que los abogados estaban haciendo arreglos en sus oficinas, cobrando sus honorarios directamente a los deudores Municipales y que en muchas ocasiones, el dinero del deudor alcanzaba únicamente para pagar al abogado más no así la deuda. Igualmente que para efectos de centralizar el cobro, decidieron que los pagos se llevaran a cabo en la Municipalidad y ésta luego pagaba al profesional. 7. Igualmente indica la Municipalidad que analizado el artículo 54 del Arancel vigente, el Abogado coordinador del Departamento Legal indicó que los incisos del artículo 54 son excluyentes entre sí y por lo tanto, la aplicación que se venía haciendo anteriormente, no estaba acorde a derecho y resultaba improcedente, debiendo aplicarse en forma individual de acuerdo al caso que presentara cada deudor al momento del pago ó no. 8. Se indica igualmente que en el caso de que un deudor no pagara del todo, al momento de presentar el cobro en la vía judicial, se cobrarían los honorarios correspondientes al artículo 54 para el abogado que hizo la gestión administrativa. 9. Ante la controversia que se presenta en cuanto a la aplicación del artículo 54 y sus incisos, ésta Comisión acuerda de conformidad con lo establecido en el artículo 10 del Arancel vigente, le corresponde interpretar la aplicación del citado artículo 54 y en caso de duda, enviar dicha recomendación a la Junta Directiva para que sea ésta la que decida en el ejercicio de su competencia. 10. Vistas las consultas planteadas, resuelve esta Comisión con base en el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado que es Decreto Ejecutivo No. 32493-J, en adelante ¨ El Arancel ¨. Redacta el Dr. Juan Carlos Esquivel: CONSIDERANDO: Sobre las consultas específicas de las partes: 1. En relación al inciso a) del Art. 54, a quién se le debe cobrar ó bien si se debe cobrar en la vía judicial cuando se haga liquidación de costas personales. 2. Qué se indique si el acuerdo verbal al que llegaron los abogados externos y la Municipalidad en el 2010 constituye un acuerdo vinculante entre profesional y cliente. 3. El interés de los consultantes es que se indique si el artículo 54 y sus incisos son de aplicación excluyente. Consideraciones de las consultas: 1. La primera diferenciación que debemos hacer, es que nos encontramos en la etapa de cobro administrativo y no judicial. Consecuentemente, queda a criterio del cliente si ésta etapa la encarga a un funcionario de la institución, un tercero no abogado ó bien a un profesional en derecho. 2. Al determinarse que sea un profesional en derecho el que lleve a cabo la notificación del cobro administrativo, ingresa la administración pública en el campo regulado por el Arancel 36562-JP, en donde se establece los montos a pagar por la función que se lleve a cabo y el monto dependerá en exclusiva de la forma en que termine el acuerdo. Así por ejemplo, de darse la notificación sin pago por parte del deudor, corresponde la suma de 25,000 colones, si se da el pago respectivo será un 5% del monto cobrado, y de llegarse a un arreglo de pago será un 10% del monto total. La intención del Arancel fue que si el profesional en derecho, notifica el cobro administrativo y éste lleva a que el acreedor recupere el monto adeudado sin tener que llegar a cobro judicial, el esfuerzo por parte del profesional será menor y la recuperación para el acreedor será más rápida, consecuentemente beneficioso para ambas partes. Por otro lado es importante recordar a las partes, que solamente el acreedor, en éste caso la Administración Pública, puede llegar a arreglos de pago con los deudores morosos, y que no es función del abogado contratado el sentarse a negociar con ellos alguna forma de pago de la deuda, ya que al ser función directamente delegada en la administración pública, no es delegable su derecho y obligación de cobro. Igualmente, la vía administrativa es absolutamente independiente de la vía judicial, por lo que en respuesta a la pregunta planteada en éste sentido, es al cliente del abogado, en éste caso la Administración Pública sea la Municipalidad de Santa Cruz que contrata los servicios profesionales, a quien le corresponde el pago de los honorarios profesionales, independientemente del resultado de la gestión. Así, el artículo 1 del Arancel citado, establece que la normativa es de acatamiento obligatorio tanto para los Abogados y Notarios como para los funcionarios públicos de toda índole y al existir una relación contractual entre la Municipalidad y el profesional, es a ésta a la que corresponde el pago, ya que el profesional en derecho, no tiene ni debe tener relación alguna con el deudor, pues pensar en lo contrario sería aceptar abiertamente un conflicto de intereses. El profesional tiene el deber ético y jurídico de llevar a cabo de la mejor forma su trabajo en representación de su cliente. Una vez cumplida esa obligación, mediante la notificación administrativa al deudor de la Municipalidad, éste ha cumplido la función para la cual fue contratado. El monto del pago de sus emolumentos dependerá de si el deudor llega, dentro del plazo otorgado por la administración pública, a pagar la deuda ó hacer un arreglo de pago ó ninguna de las anteriores. De no darse arreglo alguno, corresponde a la Municipalidad la toma de decisiones de si lo pasa a cobro judicial o no y si contrata al mismo profesional que llevó a cabo la notificación administrativa o no. Es por ello que al principio se indicaba que la Municipalidad puede, a su criterio, contratar los servicios de particulares ó empleados municipales para llevar a cabo la notificación, con lo cual no existe obligación alguna de nombrar al mismo abogado para que lleve a cabo el cobro judicial. 3. En relación a la consulta de si el acuerdo es vinculante, debemos tomar en cuenta que el artículo 5 del Arancel, señala la obligatoriedad de que el contrato sea por escrito, donde se indique claramente los alcances de la labor profesional y que la forma de pago cumpla con lo establecido en el mismo Arancel. Por consiguiente un acuerdo verbal, no está protegido en dicha categoría. 4. Finalmente en cuanto a la consulta de si los incisos del artículo 54 son excluyentes entre sí, ésta Comisión considera que efectivamente así lo es. Opinar lo contrario sería cobrar honorarios dos veces al deudor con fórmulas diferentes.  En opinión de la Comisión, el artículo 54 es claro y no omiso ni confuso como lo pretenden las partes. Así, si se notifica y no paga, el cliente debe pagar al profesional 25,000 colones. Sí se notifica y paga, deberá pagar al profesional el 5% del total. Sí se notifica y llega a un acuerdo de pago que el cliente acepte, pagará al profesional un 10% del total adeudado. Un punto importante que queda pendiente de resolver, corresponde a los honorarios mínimos por la labor profesional.  Efectivamente, pueden darse casos en donde la suma a deber por parte del deudor, sea menor al importe mínimo que establece el arancel, sin embargo, no es al profesional en derecho a quien le corresponde decidir si se lleva a cabo o no la contratación para la notificación administrativa de dicha obligación.  Si el cliente decide contratar a un profesional en derecho para que lleve a cabo la notificación administrativa, el mínimo de sus honorarios no podrá ser inferior al monto establecido en el inciso a) del artículo 54, toda vez que representa un mínimo minimorum de honorarios que el cliente debe cancelar, por la ejecución de una labor profesional. POR TANTO: Esta Comisión resuelve las consultas formuladas en el sentido de que: a-) El pago de honorarios por la labor profesional desplegada por el abogado, debe ser pagada por el cliente, en éste caso la Municipalidad de Santa Cruz, quién en el ejercicio de sus derechos, decide contratar a un profesional en derecho para que lleve a cabo la notificación administrativa, etapa previa para un posible cobro judicial, que sería una etapa diversa de la administrativa y por ende los honorarios del profesional, no deben depender de que se presente o no el cobro por la vía judicial.  b-) Como se indicó en supra, de conformidad con el artículo 5 del Arancel, todo acuerdo entre cliente y profesional, debe ser por escrito, en donde se debe indicar los términos de la contratación y la aplicación del Arancel vigente. Los acuerdos verbales, por más que se ejecuten en el tiempo, no sustituyen la obligación de hacerlo por escrito. c-)  Esta Comisión considera que el artículo 54 es claro en cuanto a los montos de pago y con base en qué se calcula cada uno de ellos, siendo que, si el deudor es notificado administrativamente y no paga dentro del plazo establecido por el cliente, se le deben cancelar los 25,000 por su gestión. Si por su parte el deudor cancela la deuda, se le debe pagar al profesional el 5% del monto de adeudado, y finalmente, si el deudor llega a un acuerdo de pago con el cliente, se le pagará a éste un 10% del total adeudado. d-) Esta Comisión considera que el monto mínimo a cancelar al profesional en leyes contratado para llevar a cabo una notificación administrativa, no debe ser inferior al monto establecido en el inciso a) del artículo 54, sin importar el monto adeudado por el deudor, ya que no tiene sentido, viendo la naturaleza propia de todo el arancel y la voluntad de establecer mínimos que sean acordes a la labor desplegada, que se pueda aplicar el porcentaje de los incisos b y c del artículo 54, quedando por debajo del mínimo por incumplimiento establecido en el inciso a) citado. Se recomienda enviar ésta interpretación a la Junta Directiva para que de conformidad con lo indicado en el artículo 10 del Arancel, proceda a decidir en el ejercicio de su competencia.
SE ACUERDA 2012-14-017 Aprobar el informe de la Comisión Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta realizada por la Municipalidad de Santa Cruz, por medio del Abogado coordinador Lic. Marcos de Jesús Gutiérrez Rodríguez. CONSIDERANDO: Sobre las consultas específicas de las partes: 1. En relación al inciso a) del Art. 54, a quién se le debe cobrar ó bien si se debe cobrar en la vía judicial cuando se haga liquidación de costas personales. 2. Qué se indique si el acuerdo verbal al que llegaron los abogados externos y la Municipalidad en el 2010 constituye un acuerdo vinculante entre profesional y cliente. 3. El interés de los consultantes es que se indique si el artículo 54 y sus incisos son de aplicación excluyente. Consideraciones de las consultas: 1. La primera diferenciación que debemos hacer, es que nos encontramos en la etapa de cobro administrativo y no judicial. Consecuentemente, queda a criterio del cliente si ésta etapa la encarga a un funcionario de la institución, un tercero no abogado ó bien a un profesional en derecho. 2. Al determinarse que sea un profesional en derecho el que lleve a cabo la notificación del cobro administrativo, ingresa la administración pública en el campo regulado por el Arancel 36562-JP, en donde se establece los montos a pagar por la función que se lleve a cabo y el monto dependerá en exclusiva de la forma en que termine el acuerdo. Así por ejemplo, de darse la notificación sin pago por parte del deudor, corresponde la suma de 25,000 colones, si se da el pago respectivo será un 5% del monto cobrado, y de llegarse a un arreglo de pago será un 10% del monto total. La intención del Arancel fue que si el profesional en derecho, notifica el cobro administrativo y éste lleva a que el acreedor recupere el monto adeudado sin tener que llegar a cobro judicial, el esfuerzo por parte del profesional será menor y la recuperación para el acreedor será más rápida, consecuentemente beneficioso para ambas partes. Por otro lado es importante recordar a las partes, que solamente el acreedor, en éste caso la Administración Pública, puede llegar a arreglos de pago con los deudores morosos, y que no es función del abogado contratado el sentarse a negociar con ellos alguna forma de pago de la deuda, ya que al ser función directamente delegada en la administración pública, no es delegable su derecho y obligación de cobro. Igualmente, la vía administrativa es absolutamente independiente de la vía judicial, por lo que en respuesta a la pregunta planteada en éste sentido, es al cliente del abogado, en éste caso la Administración Pública sea la Municipalidad de Santa Cruz que contrata los servicios profesionales, a quien le corresponde el pago de los honorarios profesionales, independientemente del resultado de la gestión. Así, el artículo 1 del Arancel citado, establece que la normativa es de acatamiento obligatorio tanto para los Abogados y Notarios como para los funcionarios públicos de toda índole y al existir una relación contractual entre la Municipalidad y el profesional, es a ésta a la que corresponde el pago, ya que el profesional en derecho, no tiene ni debe tener relación alguna con el deudor, pues pensar en lo contrario sería aceptar abiertamente un conflicto de intereses. El profesional tiene el deber ético y jurídico de llevar a cabo de la mejor forma su trabajo en representación de su cliente. Una vez cumplida esa obligación, mediante la notificación administrativa al deudor de la Municipalidad, éste ha cumplido la función para la cual fue contratado. El monto del pago de sus emolumentos dependerá de si el deudor llega, dentro del plazo otorgado por la administración pública, a pagar la deuda ó hacer un arreglo de pago ó ninguna de las anteriores. De no darse arreglo alguno, corresponde a la Municipalidad la toma de decisiones de si lo pasa a cobro judicial o no y si contrata al mismo profesional que llevó a cabo la notificación administrativa o no. Es por ello que al principio se indicaba que la Municipalidad puede, a su criterio, contratar los servicios de particulares ó empleados municipales para llevar a cabo la notificación, con lo cual no existe obligación alguna de nombrar al mismo abogado para que lleve a cabo el cobro judicial. 3. En relación a la consulta de si el acuerdo es vinculante, debemos tomar en cuenta que el artículo 5 del Arancel, señala la obligatoriedad de que el contrato sea por escrito, donde se indique claramente los alcances de la labor profesional y que la forma de pago cumpla con lo establecido en el mismo Arancel. Por consiguiente un acuerdo verbal, no está protegido en dicha categoría. 4. Finalmente en cuanto a la consulta de si los incisos del artículo 54 son excluyentes entre sí, ésta Comisión considera que efectivamente así lo es. Opinar lo contrario sería cobrar honorarios dos veces al deudor con fórmulas diferentes.  En opinión de la Comisión, el artículo 54 es claro y no omiso ni confuso como lo pretenden las partes. Así, si se notifica y no paga, el cliente debe pagar al profesional 25,000 colones. Sí se notifica y paga, deberá pagar al profesional el 5% del total. Sí se notifica y llega a un acuerdo de pago que el cliente acepte, pagará al profesional un 10% del total adeudado. Un punto importante que queda pendiente de resolver, corresponde a los honorarios mínimos por la labor profesional.  Efectivamente, pueden darse casos en donde la suma a deber por parte del deudor, sea menor al importe mínimo que establece el arancel, sin embargo, no es al profesional en derecho a quien le corresponde decidir si se lleva a cabo o no la contratación para la notificación administrativa de dicha obligación.  Si el cliente decide contratar a un profesional en derecho para que lleve a cabo la notificación administrativa, el mínimo de sus honorarios no podrá ser inferior al monto establecido en el inciso a) del artículo 54, toda vez que representa un mínimo minimorum de honorarios que el cliente debe cancelar, por la ejecución de una labor profesional. POR TANTO: Esta Comisión resuelve las consultas formuladas en el sentido de que: a-) El pago de honorarios por la labor profesional desplegada por el abogado, debe ser pagada por el cliente, en éste caso la Municipalidad de Santa Cruz, quién en el ejercicio de sus derechos, decide contratar a un profesional en derecho para que lleve a cabo la notificación administrativa, etapa previa para un posible cobro judicial, que sería una etapa diversa de la administrativa y por ende los honorarios del profesional, no deben depender de que se presente o no el cobro por la vía judicial.  b-) Como se indicó en supra, de conformidad con el artículo 5 del Arancel, todo acuerdo entre cliente y profesional, debe ser por escrito, en donde se debe indicar los términos de la contratación y la aplicación del Arancel vigente. Los acuerdos verbales, por más que se ejecuten en el tiempo, no sustituyen la obligación de hacerlo por escrito. c-)  Esta Comisión considera que el artículo 54 es claro en cuanto a los montos de pago y con base en qué se calcula cada uno de ellos, siendo que, si el deudor es notificado administrativamente y no paga dentro del plazo establecido por el cliente, se le deben cancelar los 25,000 por su gestión. Si por su parte el deudor cancela la deuda, se le debe pagar al profesional el 5% del monto de adeudado, y finalmente, si el deudor llega a un acuerdo de pago con el cliente, se le pagará a éste un 10% del total adeudado. d-) Esta Comisión considera que el monto mínimo a cancelar al profesional en leyes contratado para llevar a cabo una notificación administrativa, no debe ser inferior al monto establecido en el inciso a) del artículo 54, sin importar el monto adeudado por el deudor, ya que no tiene sentido, viendo la naturaleza propia de todo el arancel y la voluntad de establecer mínimos que sean acordes a la labor desplegada, que se pueda aplicar el porcentaje de los incisos b y c del artículo 54, quedando por debajo del mínimo por incumplimiento establecido en el inciso a) citado. Se recomienda enviar ésta interpretación a la Junta Directiva para que de conformidad con lo indicado en el artículo 10 del Arancel, proceda a decidir en el ejercicio de su competencia. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.4 Comisión de Competencia Leal y Aranceles .Expediente: 009-2012 ASUNTO: Ejecución de Costas en un Proceso Contencioso Administrativo y liquidación de costas por recurso de casación presentado. Redacta: Lic. Jorge Luis Tapia M. I ANTECEDENTES. El gestionante, consulta que necesita presentar una ejecución de costas en un proceso contencioso administrativo, las cuales considera se deben estimar con base al artículo 16 del arancel ? y debe también liquidar las costas por el recurso de casación presentado contra la sentencia del Tribunal, como debe estimarse y en base a cual artículo?. De previo a evacuar la consulta formulada es menester indicar que corresponde a la Comisión de Aranceles conocer y resolver sobre los casos no previstos en el presente Arancel, o cuando surjan dudas o controversias en cuanto a la interpretación de este Arancel.   La Comisión de Aranceles informará a la Junta Directiva su recomendación acerca de tales casos, dudas o controversias para que ésta decida en el ejercicio de su competencia.   Toda resolución de la Junta Directiva en relación con los casos provenientes de la Comisión de Aranceles, sólo tendrá recurso de revocatoria ante la propia Junta Directiva, dentro de los tres días hábiles siguientes a la fecha en que se notifique a los interesados, con las salvedades de Ley en cuanto a las notificaciones vía fax.   El pronunciamiento definitivo que dicte la Junta Directiva será de acatamiento obligatorio; teniendo por entendido que los honorarios mínimos no podrán ser inferiores a ciento cincuenta mil colones. (Artículo 10 Arancel de Honorarios por servicios Profesionales de Abogacía y Notariado). II. Normativa Aplicable Decreto Ejecutivo No. 36562-JP  Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado, publicado en Gaceta No. 95 del 18 de mayo del 2011. ● Naturaleza Jurídica del Código de Aranceles de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado El presente Arancel tiene como objeto establecer el monto y formas de pago de los honorarios de los Abogados (as) y los Notario (as) por la presentación de sus servicios. Esta normativa es de acatamiento obligatorio para los Abogados (as) y Notario (as), particulares en general y funcionarios (as) públicos (as) de toda índole.  En razón de lo anterior, contra este Decreto Ejecutivo no podrán oponerse acuerdos o disposiciones de entidades públicas o privadas que de forma alguna contravengan, varíen o modifiquen las situaciones aquí regladas..”  RESULTANDO III.- 1. Conoce esta Comisión de la consulta instaurada por el Lic. Luis Alberto Víquez Aragón, en su condición de Abogado y Notario externo, en el sentido que necesita presentar una ejecución de costas en un proceso contencioso administrativo, las cuales considera se deben estimar con base en el artículo 16 del arancel, y liquidar las costas por el recurso de casación presentado contra la sentencia del Tribunal?. 2.- Como debe estimarse y en base al cual artículo?. III CONSIDERANDO. 1.- Que  el abogado, por su actuación en un proceso judicial, o incluso extrajudicial, puede recibir sus honorarios por dos causas distintas.  Una de ellas, recibe honorarios por haberlos acordado con el cliente como retribución por la labor encomendada, siendo éste el obligado al pago de los mismos.   La otra causa es el  derecho a recibir también la suma de honorarios que el juez fije como correspondiente a su tarea según las pautas aportadas por la ley de arancel aplicable, ello incluso pese a la existencia de honorarios acordados con el cliente, siendo en este caso la causa de tal retribución la condena en costas.  Que el Título III del Capítulo 1, en el artículo 16  establece una Tarifa General para procesos de conocimiento, textualmente señala: Los procesos ordinarios, abreviados, arbitrales, interdictales  o sumarios, en materia civil, civil de hacienda, comercial, agraria, contencioso administrativa o tributaria, cuyo contenido económico sea determinable, devengará los siguientes porcentajes mínimos: a) Hasta quince millones de colones, veinte por ciento (20%). b) Sobre el exceso de quince millones y hasta setenta y cinco millones de colones, quince por ciento (15). c) Sobre el exceso de setenta y cinco millones de colones, diez por ciento (10%). Lo anterior, salvo norma especial contenida en este Arancel para algún proceso determinado. En los procesos de reclamos  por derechos difusos o derechos colectivos, los honorarios del abogado son el veinticinco por ciento de la condenatoria por cada patrocinado, son cien mil colones aunque no hubiese sentencia estimatoria. En el caso que nos ocupa, de acuerdo a la monta resulta aplicable  el porcentaje estatuido en el ordinal 16 del Arancel de Honorarios Profesionales, en el tanto, desde el inicio del proceso hasta segunda instancia;  el profesional no haya recibido de previo emolumentos o pago  alguno por concepto de costas.  Por lo que en  aplicación a la norma que antecede, para efecto de estimación de costas, deberá ser estimado de conformidad con los porcentajes que establece el ordinal que antecede.  No dejamos de omitir, que es deber del profesional advertir e informar al cliente sobre el monto de sus honorarios, desde el inicio de la contratación de sus servicios. (artículo 3 Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado).  El principio general de que todo honorario profesional se halla regulado en el  Arancel), y el principio de interdicción de la arbitrariedad, obliga al mantenimiento de unos criterios objetivos que impidan la discrecionalidad en la repercusión de los honorarios del Letrado al litigante condenado al pago de las costas del contrario.    Debe tenerse por entendido, que dichos honorarios incluyen las labores profesionales por los recursos ordinarios e incidentes, hasta segunda instancia.  Ahora bien, a la luz de los umbrales  del numeral 20 del Arancel; si se formaliza Recurso de Casación los honorarios serán acordados por las partes y no podrán ser inferiores a quinientos mil colones. V.- 
POR TANTO: 1.- Conforme a lo expuesto, acorde con la legislación vigente, resulta de rigor concluir que conforme a la naturaleza jurídica del Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales, una cosa son los honorarios y otra es las costas del vencido; por lo que es jurídicamente dable la  estimación y liquidación  de las mismas según el ordinal  16 de dicho Arancel y lo fijado por el Juez. 2.  De conformidad con lo estipulado en el artículo  20 del Reglamento ibídem;   la liquidación de costas en el Recurso de Casación instaurado no se estima, porque son ¢500 000,00 colones que ahí se indica. 3.- De conformidad con lo expuesto en el párrafo segundo de “Antecedentes”, se recomienda enviar el criterio vertido a la Junta Directiva, para su respectivo pronunciamiento en el ejercicio de su competencia. En razón de lo expuesto y en los términos indicados, damos por contestado las consultas  planteadas  mediante correo de fecha 15 de febrero del dos mil doce, de las 11:06 minutos a.m. 
SE ACUERDA 2012-14-018 Aprobar el informe de la Comisión Competencia Leal y Aranceles, sobre ejecución de Costas en un Proceso Contencioso Administrativo  liquidación de costas por recurso de casación presentado. CONSIDERANDO. 1.- Que  el abogado, por su actuación en un proceso judicial, o incluso extrajudicial, puede recibir sus honorarios por dos causas distintas.  Una de ellas, recibe honorarios por haberlos acordado con el cliente como retribución por la labor encomendada, siendo éste el obligado al pago de los mismos.   La otra causa es el  derecho a recibir también la suma de honorarios que el juez fije como correspondiente a su tarea según las pautas aportadas por la ley de arancel aplicable, ello incluso pese a la existencia de honorarios acordados con el cliente, siendo en este caso la causa de tal retribución la condena en costas.  Que el Título III del Capítulo 1, en el artículo 16  establece una Tarifa General para procesos de conocimiento, textualmente señala: Los procesos ordinarios, abreviados, arbitrales, interdictales  o sumarios, en materia civil, civil de hacienda, comercial, agraria, contencioso administrativa o tributaria, cuyo contenido económico sea determinable, devengará los siguientes porcentajes mínimos: a) Hasta quince millones de colones, veinte por ciento (20%). b) Sobre el exceso de quince millones y hasta setenta y cinco millones de colones, quince por ciento (15). c) Sobre el exceso de setenta y cinco millones de colones, diez por ciento (10%). Lo anterior, salvo norma especial contenida en este Arancel para algún proceso determinado. En los procesos de reclamos  por derechos difusos o derechos colectivos, los honorarios del abogado son el veinticinco por ciento de la condenatoria por cada patrocinado, son cien mil colones aunque no hubiese sentencia estimatoria. En el caso que nos ocupa, de acuerdo a la monta resulta aplicable  el porcentaje estatuido en el ordinal 16 del Arancel de Honorarios Profesionales, en el tanto, desde el inicio del proceso hasta segunda instancia;  el profesional no haya recibido de previo emolumentos o pago  alguno por concepto de costas.  Por lo que en  aplicación a la norma que antecede, para efecto de estimación de costas, deberá ser estimado de conformidad con los porcentajes que establece el ordinal que antecede.  No dejamos de omitir, que es deber del profesional advertir e informar al cliente sobre el monto de sus honorarios, desde el inicio de la contratación de sus servicios. (artículo 3 Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado).  El principio general de que todo honorario profesional se halla regulado en el  Arancel), y el principio de interdicción de la arbitrariedad, obliga al mantenimiento de unos criterios objetivos que impidan la discrecionalidad en la repercusión de los honorarios del Letrado al litigante condenado al pago de las costas del contrario.    Debe tenerse por entendido, que dichos honorarios incluyen las labores profesionales por los recursos ordinarios e incidentes, hasta segunda instancia.  Ahora bien, a la luz de los umbrales  del numeral 20 del Arancel; si se formaliza Recurso de Casación los honorarios serán acordados por las partes y no podrán ser inferiores a quinientos mil colones. V.- 
POR TANTO: 1.- Conforme a lo expuesto, acorde con la legislación vigente, resulta de rigor concluir que conforme a la naturaleza jurídica del Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales, una cosa son los honorarios y otra es las costas del vencido; por lo que es jurídicamente dable la  estimación y liquidación  de las mismas según el ordinal  16 de dicho Arancel y lo fijado por el Juez. 2.  De conformidad con lo estipulado en el artículo  20 del Reglamento ibídem;   la liquidación de costas en el Recurso de Casación instaurado no se estima, porque son ¢500 000,00 colones que ahí se indica. 3.- De conformidad con lo expuesto en el párrafo segundo de “Antecedentes”, se recomienda enviar el criterio vertido a la Junta Directiva, para su respectivo pronunciamiento en el ejercicio de su competencia. En razón de lo expuesto y en los términos indicados, damos por contestado las consultas  planteadas  mediante correo de fecha 15 de febrero del dos mil doce, de las 11:06 minutos a.m. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.5   Expediente 011 – 2012 Informa: Lic. Humberto Piedra H. Resultando: 1. Conoce esta Comisión de consulta remitida por el colegiado Lic. Erick Francisco Jiménez López,  relacionada con  forma y los principios bajo los cuales deben calcularse los honorarios que le corresponden a un  abogado por la redacción de un contrato privado de fideicomiso cuya estimación es de cinco millones de dólares. 2. La consulta fue planteada en términos abstractos, sin indicar cuantía, nombre de las partes o datos de cualquier otra índole que permiten evacuar la consulta en términos concretos, razones por las cuales no procede otorgar audiencia sobre la consulta a otros terceros. 3. En vista de la naturaleza abstracta de la consulta, resuelve esta Comisión aplicando a las hipótesis generales consultadas, las disposiciones que contiene el Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y Notariado que es Decreto Ejecutivo N° 36562 – JP, publicado en La Gaceta N° 95 de 18 de mayo de 2012, en adelante y para los efectos de este documento denominado únicamente como El Arancel; así como en lo conducente  las disposiciones sobre la materia de honorarios contenidas en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados, N° 13 de 28 de octubre de 1941, en adelante: la Ley Orgánica. Considerando: 1. El interés del consultante es conocer la forma en que se establecen y devengan los honorarios profesionales que le corresponderían a un abogado por la redacción de un contrato privado de fideicomiso cuya estimación él señala en la suma  cinco millones de dólares. En forma adicional solicita  se le aclare si la forma de cálculo que para este acto dispone el Arancel actual difiere de la establecida en el Arancel anterior para el mismo acto.  2. Respecto de la primera de las consultas, resulta aplicable la norma específica contenida en el artículo 57 del Arancel, directamente titulado: “Contratos Privados” y que dispone que por la redacción de contratos privados se devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de Abogados con los honorarios mínimos de cincuenta mil colones.  Merece sin embargo advertirse que el texto citado debe interpretarse en forma correcta para encontrar su justo y recto sentido, pues la versión publicada del Arancel vigente contiene un error en su texto que conduce a una remisión equivocada –y evidentemente absurda- al referir a la “Tabla general de honorarios de Abogados”, contenida en el artículo 16 de Arancel, cuando lo correcto es –por el tipo de acto de que se trata- remita a la Tabla General de Notarios del artículo 74 del mismo texto normativo. 3. En efecto, la aplicación literal de la norma conduciría a resultados de honorarios de naturaleza desproporcionada a la labor –en algunos casos abiertamente astronómica- y por completo a contrapelo de la forma en que tradicionalmente la normativa en la materia ha regulado este tema. Así entonces, la Comisión de Aranceles en uso de su competencia específica establecida en el artículo 10 del Arancel,  debe interpretar en forma adecuada y con sentido la disposición del artículo 57 del Arancel  y por ello concluir que por la redacción de contratos privados se devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de notarios (artículo74 del Arancel) con los honorarios mínimos de cincuenta mil colones.  4. A este tesis abona el hecho de coincidir la actual interpretación con la respuesta normativa que a este mismo tema se ha dado en forma reiterada. Así por ejemplo lo regulaba el artículo 62 del Arancel anterior (Decreto Ejecutivo No. 32493-J del 9 de Marzo del 2005) que remitía únicamente a la Tarifa General, quedando entendido que se refería a la tarifa general aplicable a ese tipo de actos, sea la notarial. Por tanto: Se evacua la consulta en la forma considerada antes, a saber: a) de conformidad con la aplicación e interpretación de los artículos 57 y 74 del Arancel,  por la redacción de un contrato privado de fideicomiso se devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de notarios con un mínimo de cincuenta mil colones.  Aplique esta norma el consultante a la estimación por el él propuesta; b) Una vez ajustada la interpretación{en correcta del artículo 57 del Arancel, en relación con el numeral 74 del mismo texto, el método de cálculo del acto consultado no varía respecto del Arancel anterior.

SE ACUERDA 2012-14-019 Aprobar el informe de la Comisión Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta realizada por el Lic. Erick Francisco Jiménez López. Considerando: 1. El interés del consultante es conocer la forma en que se establecen y devengan los honorarios profesionales que le corresponderían a un abogado por la redacción de un contrato privado de fideicomiso cuya estimación él señala en la suma  cinco millones de dólares. En forma adicional solicita  se le aclare si la forma de cálculo que para este acto dispone el Arancel actual difiere de la establecida en el Arancel anterior para el mismo acto.  2. Respecto de la primera de las consultas, resulta aplicable la norma específica contenida en el artículo 57 del Arancel, directamente titulado: “Contratos Privados” y que dispone que por la redacción de contratos privados se devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de Abogados con los honorarios mínimos de cincuenta mil colones.  Merece sin embargo advertirse que el texto citado debe interpretarse en forma correcta para encontrar su justo y recto sentido, pues la versión publicada del Arancel vigente contiene un error en su texto que conduce a una remisión equivocada –y evidentemente absurda- al referir a la “Tabla general de honorarios de Abogados”, contenida en el artículo 16 de Arancel, cuando lo correcto es –por el tipo de acto de que se trata- remita a la Tabla General de Notarios del artículo 74 del mismo texto normativo. 3. En efecto, la aplicación literal de la norma conduciría a resultados de honorarios de naturaleza desproporcionada a la labor –en algunos casos abiertamente astronómica- y por completo a contrapelo de la forma en que tradicionalmente la normativa en la materia ha regulado este tema. Así entonces, la Comisión de Aranceles en uso de su competencia específica establecida en el artículo 10 del Arancel,  debe interpretar en forma adecuada y con sentido la disposición del artículo 57 del Arancel  y por ello concluir que por la redacción de contratos privados se devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de notarios (artículo74 del Arancel) con los honorarios mínimos de cincuenta mil colones.  4. A esta tesis abona el hecho de coincidir la actual interpretación con la respuesta normativa que a este mismo tema se ha dado en forma reiterada. Así por ejemplo lo regulaba el artículo 62 del Arancel anterior (Decreto Ejecutivo No. 32493-J del 9 de Marzo del 2005) que remitía únicamente a la Tarifa General, quedando entendido que se refería a la tarifa general aplicable a ese tipo de actos, sea la notarial. Por tanto: Se evacua la consulta en la forma considerada antes, a saber: a) de conformidad con la aplicación e interpretación de los artículos 57 y 74 del Arancel,  por la redacción de un contrato privado de fideicomiso se devengará el cincuenta por ciento (50%) de los honorarios fijados en la tabla general de honorarios de notarios con un mínimo de cincuenta mil colones.  Aplique esta norma el consultante a la estimación por el él propuesta; b) Una vez ajustada la interpretación en correcta del artículo 57 del Arancel, en relación con el numeral 74 del mismo texto, el método de cálculo del acto consultado no varía respecto del Arancel anterior. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
6.6  Consulta planteada por la licenciada Laura Mora Camacho. Expediente número 065-2011. Resultando: Que la licenciada Mora Camacho consulta si los notarios (as) que deben desplazarse fuera de sus oficinas para recoger firmas de una escritura tienen derecho a cobrar por ese desplazamiento y si, en caso afirmativo, es aplicable el artículo 63 del Arancel que permite la retribución por horas. También consulta si esos (as) profesionales pueden cobrar por la labor de mensajería que realizan al desplazarse para recoger cheques de cancelación de las hipotecas que realizan en sus protocolos. Considerando: I.- Que el artículo 73 del Arancel establece que la labor notarial incluida en el Título IV es independiente de cualquier otra que sea consecuencia de la misma y que cuando esa labor comprenda un desplazamiento extraordinario fuera de la oficina, el profesional podrá establecer, previo acuerdo con su cliente, un pago adicional para retribuir el tiempo empleado y los viáticos correspondientes. Ahora bien, por desplazamiento extraordinario debe entenderse aquel que se realiza a lugares distantes que requieran el uso de vehículos o bien a lugares cercanos que por razones especiales exijan al notario permanecer allí durante un tiempo mientras la persona que debe firmar la escritura se desocupa para poder atender al notario (a) o para entregarle el cheque. Este tiempo que el profesional o la profesional emplea, necesariamente tiene que serle retribuido por razones de equidad y justicia claras y manifiestas.  II.- Que en orden al monto de la retribución de ese tiempo, compete al  notario o a la notaria establecerlo y comunicarlo a su cliente previamente, a fin de que este determine si acepta o no la propuesta. Sin embargo, en aquellos casos en que el profesional no tuviere el poder de proceder de esa mantera, el decreto de aranceles entra en su auxilio para disponer, concretamente en el artículo 63, que dicha retribución deberá realizarse a razón de setenta y cinco mil colones la hora profesional. Por tanto: Se evacua la consulta de la licenciada Laura Mora Camacho en el sentido de que las notarios y los notarios tienen derecho a que se les retribuya los desplazamientos extraordinarios que deban realizar para su función. En tal caso, el o la profesional deberá comunicar a su cliente el valor del servicio previamente a asumir el trabajo. Pero si esto no le fuere posible por carecer del poder necesario, su cliente deberá reconocerle ese tiempo a razón de setenta y cinco mil colones la hora profesional.
SE ACUERDA 2012-14-020 Aprobar el informe de la Comisión Competencia Leal y Aranceles, sobre consulta realizada por la licenciada Laura Mora Camacho. Considerando: I.- Que el artículo 73 del Arancel establece que la labor notarial incluida en el Título IV es independiente de cualquier otra que sea consecuencia de la misma y que cuando esa labor comprenda un desplazamiento extraordinario fuera de la oficina, el profesional podrá establecer, previo acuerdo con su cliente, un pago adicional para retribuir el tiempo empleado y los viáticos correspondientes. Ahora bien, por desplazamiento extraordinario debe entenderse aquel que se realiza a lugares distantes que requieran el uso de vehículos o bien a lugares cercanos que por razones especiales exijan al notario permanecer allí durante un tiempo mientras la persona que debe firmar la escritura se desocupa para poder atender al notario (a) o para entregarle el cheque. Este tiempo que el profesional o la profesional emplea, necesariamente tiene que serle retribuido por razones de equidad y justicia claras y manifiestas.  II.- Que en orden al monto de la retribución de ese tiempo, compete al  notario o a la notaria establecerlo y comunicarlo a su cliente previamente, a fin de que este determine si acepta o no la propuesta. Sin embargo, en aquellos casos en que el profesional no tuviere el poder de proceder de esa mantera, el decreto de aranceles entra en su auxilio para disponer, concretamente en el artículo 63, que dicha retribución deberá realizarse a razón de setenta y cinco mil colones la hora profesional. Por tanto: Se evacua la consulta de la licenciada Laura Mora Camacho en el sentido de que las notarios y los notarios tienen derecho a que se les retribuya los desplazamientos extraordinarios que deban realizar para su función. En tal caso, el o la profesional deberá comunicar a su cliente el valor del servicio previamente a asumir el trabajo. Pero si esto no le fuere posible por carecer del poder necesario, su cliente deberá reconocerle ese tiempo a razón de setenta y cinco mil colones la hora profesional. Diez votos. ACUERDO FIRME. Responsable: Comisión Competencia Leal y Aranceles. 
ARTICULO 7)  INFORME DE DIRECTORES Y DIRECTORAS.
7.1 La Dra. Roxana Sánchez Boza, sugiere cambiar el himno del Colegio. 
7.1.2 La Dra. Roxana Sánchez Boza, informa que se contará del 29 de mayo al 02 de junio, con la visita académica de varios profesores de la Universidad de Deusto, Bilbao España, con el fin de analizar la posibilidad de un Convenio con la Universidad de Costa Rica y permitir la participación de organizaciones como nuestro Colegio, en algunas de las actividades académicas que se realizarán dentro de Convenio a firmar. Añade que ofrecerán varias conferencias dentro del marco de un Encuentro Internacional  denominado "Las Cooperativas construyen un mundo mejor",  en el cual se propone que intervenga el Colegio de abogadas y abogados, junto con el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Facultad de Derecho, UCR, organizaciones del Movimiento Cooperativo y el Banco Popular y de desarrollo comunal. En  Colegio de Abogadas y Abogados  se  propone organizar una mesa redonda en torno al tema Reproducción Asistida, en la cual el profesor  FRANCISCO LLEDÓ, tendrá a su cargo la exposición principal y se contará con la participación de diferentes Comisiones del Colegio como son las comisiones de Derechos Humanos, Derecho Civil y Derecho Internacional así como los profesores que el Instituto considere pertinente que deban participar, con el fin de conocer el desarrollo de ese tema en el Derecho Europeo en el Siglo XXI, de nuestro país y la región de Latinoamérica. En razón de lo anterior solicita autorización para reservar el Auditorio Eduardo Ortiz Ortiz el 29 y 30 de mayo.  
SE ACUERDA 2012-14-021 Según lo expuesto por la Dra. Roxana Sánchez Boza, se reserva el Auditorio Eduardo Ortiz Ortiz, el 28 y 29 de mayo de 8:30 a 12:00 md, para las actividades en el marco de la visita académica de varios profesores de la Universidad de Deusto, con el fin de dar nacimiento a un Convenio con la Universidad de Costa Rica. Diez votos. Responsable: Departamento Académico. Dra. Roxana Sánchez Boza. 
7.2 La Licda. Rocío Leiva Trejos, informa que el Lic. Edgar Luis Prendas Matarrita, solicita llegar a arreglo conciliatorio para dar por terminado uno de los dos contenciosos presentados por él contra el Colegio, y en el caso del otro proceso, solicita firmar conjuntamente escrito de desistimiento en razón de que la sanción está próxima a concluir, pero debido a las características del caso que procede a explicar, recomienda no aceptar el acuerdo conciliatorio. Asimismo solicitó realizar un trabajo social, sin embargo cuenta con dos suspensiones de 19 y 5 meses, por lo que no aplica para el beneficio del 87 bis. 
“Derivado del anterior procedimiento se impuso sanción de suspensión por veintidós meses; pero si devolvía a la denunciante la suma de cuatro millones cuatrocientos siete mil quinientos colones, la sanción quedaría en tres meses. Al resolverse la revocatoria se modificó la suma pagada al Lic. Prendas Matarrita, que se tuvo por probada, y en consecuencia se rebajó la sanción a diecinueve meses; pero si devolvía a la denunciante la suma de cuatro millones cuatrocientos siete mil quinientos colones, la sanción quedaría en tres meses. Finalmente, el denunciado no hizo la devolución ordenada y por ello la sanción se ejecutó en el tanto de diecinueve meses. Al haberse interpuesto contencioso y al haberse otorgado en el mismo medida cautelar de suspensión de los efectos del acto, la sanción fue suspendida. Se hace referencia aquí al Expediente Nº 11-004512-1027-CA, medida Cautelar ante Causam de Edgar Prendas Matarrita, contra el Colegio de Abogados. En éste proceso contencioso, posteriormente, se rechazó la solicitud de medida cautelar interpuesta por Edgar Prendas Matarrita, revocándose la medida provisionalísima otorgada por el Tribunal. Por efecto de lo anterior, de la sanción impuesta restan por cumplirse diecisiete meses y once días de suspensión; sanción que esta actualmente en proceso de ejecución, partiendo de que la cautelar fue revocada. En consecuencia, la anterior sanción tendrá vigencia en su momento, si ninguna otra circunstancia lo impide. El Lic. Prendas Matarrita propone una medida sustitutiva a la sanción, y la fije en trabajo social. En el anterior sentido, el Colegio lo que puede ofrecer para conciliar es la ejecución condicional de la sanción que involucra el tipo de trabajo propuesto por el Lic. Prendas Matarrita; no obstante, en su caso, no es posible ésta sanción sustitutiva ya que, aun tomando en cuenta el texto propuesto mediante el que se va a regular la ejecución condicional de la sanción (art. 87 bis del CDJME), tanto el texto regulatorio actual del 87 bis como el propuesto exigen la condición de infractor primario y el Lic. Prendas Mataría no lo es pues cuenta con tres antecedentes disciplinarios. Estos son: a) Sanción de tres meses de suspensión. Expediente 635-08. Ejecutado mediante publicación en La Gaceta número 4 del 6 de enero del 2011. Rigió del 6 de enero del 2011 al 5 de abril del 2011; b) Cinco meses de suspensión. Expediente 269-09. Ejecutado mediante publicación en La Gaceta número 10 del 13 de enero del 2012. Rige del 13 de enero del 2012 al 12 de junio del 2012; c) La sanción en cuestionamiento en el Expediente Nº 11-004512-1027-CA tuvo vigencia pues se suspendieron los efectos a partir del 24 de junio del 2011. Expediente 069-09. Diecinueve meses de suspensión. Ejecutada la sanción mediante publicación en La Gaceta 122 del 24 de junio del 2011. Rigió del 24 de junio del 2011 al 23 de enero del 2012, suspendiéndose e esa fecha por orden del Tribunal Contencioso. Como conclusión de lo expuesto, se estima que no es posible conciliar con el Lic. Prendas Matarrita, debiendo denegarse su gestión en ese sentido.
Expediente Nº: 269-09. Denunciado: Lic. Edgar Luis Prendas Matarrita. Denunciante: María Luisa García Oviedo. Expediente Nº 12-000571-1027-CA. Derivado del anterior expediente el abogado presentó proceso contencioso bajo el expediente número 12-000571-1027-CA. La sanción en el procedimiento disciplinario fue de cinco meses de suspensión y fue ejecutada mediante publicación en el Diario Oficial La Gaceta número 10 del 13 de enero del 2012. En el contencioso no se concedió la cautelar y se dio al Colegio el plazo de quince días hábiles para contestar la demanda. Partiendo de lo anterior, no se vislumbra razón alguna que aconseje firmar el escrito de desistimiento, máxime que una gestión como la que propone el Lic. Prendas procesalmente solo necesita de su firma y anuencia, al ser él la parte actora. El Colegio como parte demandada no puede desistir, sino mas bien llegar a arreglo conciliatorio para que se de por terminado el proceso. Claramente, el Lic. Prendas busca evitar la sentencia desfavorable y la condena en costas.Conclusión de lo expuesto, es que no sea posible para el Colegio desistir del proceso contencioso  número 12-000571-1027-CA; y sin que tampoco sea posible llegar a acuerdo conciliatorio por las razones expuestas en el caso del proceso contencioso detallado en el aparte identificado como i)”.
SE ACUERDA 2012-14-022 Con respecto al informe de la señora Fiscal, sobre el acuerdos conciliatorios en el Proceso tramitado bajo el expediente número 11-004512-1027-CA, y el 12-000571-1027-CA,  interpuestos por el Lic. Edgar Luis Prendas, esta Junta Directiva, debido a consideraciones del caso, no se autoriza las conciliaciones solicitadas. Diez votos. ACUERDO FIRME.
7.3 El Lic. Álvaro Sánchez González, informa que se encuentra en análisis por parte de la Federación de Colegios Profesionales, el tema de libre Comercio entre Estados Unidos Mexicanos, suscrito con Costa Rica, Centroamérica. 
7.3.1 El Lic. Álvaro Sánchez González, somete a aprobación las siguientes alianzas comerciales, que fueron aprobados por la Junta Administradora: - Laboratorio Clínico y Banco de Sangre de Son José: Servicios en exámenes de laboratorio, - Amarilla Internet Corporation: Servicios de publicidad en línea, - Farmacia Fischel: Descuentos servicios de farmacia, - Galería Valanti: Clases de pintura, - Gemtronics: Venta de artículos electrónicos.

SE ACUERDA 2012-14-023 Autorizar al señor Presidente a firmar los convenios para las alianzas comerciales - Laboratorio Clínico y Banco de Sangre de Son José: Servicios en exámenes de laboratorio, - Amarilla Internet Corporation: Servicios de publicidad en línea, - Farmacia Fischel: Descuentos servicios de farmacia, - Galería Valanti: Clases de pintura, - Gemtronics: Venta de artículos electrónicos. Lo anterior en beneficio de los agremiados y agremiadas del Colegio. Diez votos. Responsable: Presidencia. Asesora de Presidencia. 

7.3.2 El Lic. Álvaro Sánchez González, comenta que asistirá en representación de la Junta Directiva a la actividad  a la I Jornada Nacional de Derecho Sanitario Puntarenas 2012”, organizada por la Comisión de la Salud, la cual se llevará a cabo en Puntarenas el próximo 27 de abril. 

Por otra parte indica que además representará al Colegio, el 11  de mayo en una actividad  en el Colegio de Enfermeras y Enfermeros, ya que el tema tiene que ver con los colegios profesionales.

ARTICULO 8)  INFORME DIRECCIÓN EJECUTIVA.

8.1 El Lic. José Luis Meneses Rímola, comunica que el día de hoy dio inicio  la Auditoria Financiera Contable Externa Periodo 2011, a cargo del  Despacho Castillo–Dávila, Asociados.
Al respecto se toma nota.
8.2 El Lic. José Luis Meneses Rímola, presenta la modificación presupuestaria 01-2012, del Fondo Común, con el propósito de completar el contenido presupuestario para la adjudicación de los Servicios de Vigilancia en la Sede Puntarenas. La anterior modificación tiene sustento en la necesidad de cumplir con la obligación de disponer del respaldo presupuestario suficiente para atender los gastos del contrato según lo dispone el artículo 8 de la Ley de Contratación Administrativa. Así las cosas, procede a certificarse por parte del Departamento Financiero la existencia del contenido presupuestario, a fin de dar cabal cumplimiento a los principios de evaluación de resultados y rendición de cuentas establecidos en el párrafo 2 del artículo 11 de la Constitución Política apuntándose que por razones de sana administración, es necesaria la aplicación de esos principios por estar de por medio fondos públicos.

SE ACUERDA 2012-14-024 Aprobar la modificación presupuestaria 01-2012, del Fondo Común, con el propósito de completar el contenido presupuestario para iniciar el proceso de contratación de los Servicios de Vigilancia en la Sede Puntarenas, y con sustento en la necesidad de cumplir con la obligación de disponer del respaldo presupuestario suficiente según lo dispone el artículo 8 de la Ley de Contratación Administrativa. La anterior decisión radica en la imperiosa necesidad de mantener el abastecimiento continuo del servicio de seguridad para el cuidado de los activos de la corporación y, consecuentemente, el irrefutable interés público e institucional que ello representa. Diez votos. Responsable: Dirección de Finanzas y Presupuesto.
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ARTICULO 9)  ASUNTOS BREVES DE FISCALÍA.
9.1.- ASUNTOS BREVES:

9.1.1.- Expediente Nº: 282-10 (1). Denunciada: Licda. Marlene Abarca Barrantes. Denunciante: Ana Marlene Montoya Alpízar. 
SE ACUERDA 2012-14-025 Rechazar el recurso de apelación planteado y continuar con el procedimiento. Diez votos. Responsable: Fiscalía. 
9.1.2.- Expediente N°: 661-06 (1).  Denunciado: Lic. Verny Cordero Fonseca. Denunciante: Álvaro Escalante Montealegre. 
SE ACUERDA 2012-14-026 Declarar la caducidad del presente procedimiento y ordenar el archivo del expediente. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.3.- Expediente Nº: 379-11 (2). Denunciado: Lic. Hugo Navas Vargas. Denunciante: Varios INA.

SE ACUERDA 2012-14-027 Acoger el desistimiento y ordenar el archivo del expediente. Diez votos.  Responsable: Fiscalía.
9.1.4.- Expediente Nº: 161-11 (2). Denunciado: Lic. Juan Luis Artavia Mata. Denunciante: Rodolfo Fallas Rojas. 
SE ACUERDA 2012-14-028 Acoger el desistimiento de la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.5.- Expediente Nº: 006-12 (2). Denunciado: Lic. Eduardo Rojas Arroyo. Denunciante: José Luis Rodríguez Ruiz. 
SE ACUERDA 2012-14-029 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.6.- Expediente Nº: 235-10 (2). Denunciado: Lic. Carlos Bertarioni Bolaños. Denunciante: Omar Vargas Vindas. 
SE ACUERDA 2012-14-030 Homologar el acuerdo y ordenar el archivo del expediente. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.7.- Expediente Nº 051-10 (3). Denunciado: Lic. Eduardo Gamboa Rojas. Denunciante: Kendell Jairo Francis Avendaño. 
SE ACUERDA 2012-14-031 Acoger el desistimiento del recurso, y al quedar firme el acto final desestimatorio de la denuncia ordenar el archivo el expediente. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
9.1.8.- Expediente Nº: 022-09 (5). Denunciado: Lic. Francisco Javier Hernández Quirós. Denunciante: Ana Teresa Salvado Sánchez. 
SE ACUERDA 2012-14-032 Rechazar la solicitud de adición y aclaración interpuesta. Diez votos. Responsable: Fiscalía.
La MSc. Cristina Gómez Fonseca, sale por un momento del Salón de Sesiones. 

9.1.9.- Expediente Nº: 086-03 (5). Denunciado: Lic. Rafael Ángel Guillén Monge. Denunciante: José Luis Delgado Delgado. 
SE ACUERDA 2012-14-033 Declarar con lugar las excepciones de caducidad y prescripción planteadas. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. Las Licdas. Rocío Leiva Trejos, Cristina Gómez Fonseca, se encontraban fuera en el momento de la votación. 
9.1.10.- Expediente Nº: 302-10 (5). Denunciado: Lic. Jorge Alberto Molina Corrales. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal de Desamparados). 
SE ACUERDA 2012-14-034 Declarar la caducidad del procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación. 
9.1.11.- Expediente Nº: 093-10 (6). Denunciados: Licda. Sandra Marjorie Retana Hidalgo y Lic. Juan Carlos González Rojas. Denunciante: Lic. Augusto Porras Anchía. 
SE ACUERDA 2012-14-035 Rechazar por extemporáneo el recurso de revocatoria y mantener invariable el acuerdo 2011-42-079, de la sesión 42-2011, celebrada el 12/12/11, dar por agotada la vía administrativa. Proceder a ejecutar la sanción de tres meses impuesta al Lic. Juan Carlos González Rojas, la que regirá a partir de la publicación en la Gaceta. Se le recuerda los términos del considerando IV de la resolución final. Ocho votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación. El Dr. Gary Amador se encontraba fuera en el momento de la votación. 
9.1.12.- Expediente Nº: 031-12 (6). Denunciada: Licda. Francine Campos Rodríguez. Denunciante: José Andrés Barboza Soto. 
SE ACUERDA 2012-14-036 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.1.13.- Expediente Nº: 622-11 (6). Denunciado: Licda. Dennia Angelina Cruz Morera. Denunciante: Jeannette Alfaro Bonilla. 
SE ACUERDA 2012-14-037 Rechazar de plano la denuncia y ordenar el archivo del expediente. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.1.14.- Expediente Nº: 356-08 (6). Denunciado: Lic. Diego Mendoza González. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela). 
SE ACUERDA 2012-14-038 Tener por cumplido el beneficio de ejecución condicional otorgado al Lic. Mendoza González, ordenar el archivo del expediente y hacer la inscripción en el control de beneficiados que al efecto lleva la Fiscalía del Colegio de Abogados. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.1.15.- Expediente Nº: 471-08 (6). Denunciado: Lic. Alejandro Chaverri Fernández. Denunciante: De oficio (Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José). 
SE ACUERDA 2012-14-039 Declarar con lugar la solicitud del Lic. Chaverri Fernández y reincorporarlo a partir del nueve de abril del dos mil doce. Para lo anteriormente dispuesto, háganse la publicación correspondiente, los comunicados de rigor y modifíquense los controles que al efecto lleva el Colegio en general y la Fiscalía del Colegio en particular. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.- ASUNTOS NUEVOS (PARA DAR TRÁMITE):

9.2.1.- Expediente Nº: 323-11 (1). Denunciada: Lic. Máximo Rojas López. Denunciante: De oficio (Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela). 

SE ACUERDA 2012-14-040 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.2.- Expediente Nº: 073-12 (1). Denunciada: Licda. Marta Elena Fonseca Aguilar. Denunciante: María Isabel González Rojas. 
SE ACUERDA 2012-14-041 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.3.- Expediente Nº: 102-12 (3). Denunciado: Lic. Saúl Umaña Barquero. Denunciante: Edwin Méndez Gómez.
SE ACUERDA 2012-14-042 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve  votos. Responsable: Fiscalía.
9.2.4.- Expediente Nº: 115-12 (3). Denunciado: Lic. Luis Alexander Rojas Fallas. Denunciante: Lorena Cascante López. 

SE ACUERDA 2012-14-043 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.5. - Expediente Nº: 029-12 (3). Denunciado: Lic. Juan Rodolfo Leiva Peña. Denunciante: Roger Esquivel Sánchez. 
SE ACUERDA 2012-14-044 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.6.- Expediente Nº: 075-12 (3). Denunciada: Licda. Ana Soledad Briceño Ramírez. Denunciante: Henry Villalobos Quirós. 

SE ACUERDA 2012-14-045 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.7.- Expediente Nº: 131-12 (3). Denunciado: Lic. Cleto Lacey Lacey. Denunciante: De oficio (Juzgado de Familia de Aguirre y Parrita). 
SE ACUERDA 2012-14-046 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.8.- Expediente Nº: 796-11 (3). Denunciado: Lic. Carlos Manuel Rivera Vargas. Denunciante: María Gabriela Pérez Calderón. 

SE ACUERDA 2012-14-047 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.9.- Expediente Nº  628-11 (6). Denunciado: Lic. Víctor Manuel Loría Guadamúz. Denunciante: De oficio (Juzgado de Trabajo del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica). 

SE ACUERDA 2012-14-048 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
9.2.10.- Expediente Nº 111-12 (6). Denunciado: Lic. Luis Rojas Sevilla. Denunciante: De Oficio (Tribunal de Juicio de Cartago). 

SE ACUERDA 2012-14-049 Trasladar el expediente a la Fiscalía a efecto de iniciar procedimiento. Nueve votos. Responsable: Fiscalía. La MSc. María Cristina Gómez Fonseca, se encontraba fuera en el momento de la votación.
Al ser las veinte horas con veinticuatro minutos se da por finalizada la sesión. 
     Dr. Gary Amador Badilla     
                               Licda. Rosibel Jara Velásquez
                 Presidente                                                                     Secretaria[image: image4.png]COLEGIO DE ABOGADOS DE COSTARICA
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